
- R E C E N S I O N E S

GUIDO ZANOBINI : Corso di Diritto Amnünistrativo. Volume quinto. Le
principali manifestazioni dell'azione amminist-ativa. Milano, 1950.
Giuffré Editore, 8.°, paga. 440.

La aparición del tomo que glosamos constituye un acontecimiento
sobresaliente en la Ciencia administrativa. Por una parte, porque viene
a cerrar una de las obras de más amplitud en el Derecho Administra-
tivo contemporáneo; por otra, por el intrínseco interés de su materia.
El primer aspecto no precisará especial explicación ante un público
iniciado que, por lo que hace a nuestro país, acertó ya con singular
perspicacia a valorar el Corso de ZANOBINI como obra fundamental de
formación y de consulta desde la aparición de sus primeros volúme-
nes (1); no obstante, no estará de más que resaltemos el esfuerzo que
representa la conclusión sin desmayo de una obra de tai aliento, aspec-
to que, en cuanto ofrece un sistema completo y desarrollado de Derecho
Administrativo, y considerada a la vez la sana y ponderada orientación
doctrinal de la obra, presta a ésta -definitivamente el calificativo de
clásica.

El volumen, por otra parte, ofrece el especial interés del objeto que
aborda, la acción administrativa en particular. Hay sobre este tema plan-
teado todo un problema sistemático capital en nuestra ciencia. Los pri-
meros autores de Derecho Administrativo, tras una parca exposición
de principios ordinariamente limitada al simple dogma de la separa-
ción de los poderes y de sus consecuencias por lo que hacía concreta-
mente al ejecutivo, entraban de modo inmediato en la casuística legal
que la manifestación varia de la acción administrativa ofrecía. La posi-
ción es, efectivamente, consecuencia de la limitación de ese punto de
partida inicial, pero había a la vez en su desarrollo un innegable orgu-

(1) El primer volumen de la obra aparece en 1936. Citamos los diferentes volú-
menes por las ediciones hoy en curso: Vol. I, Principi generali, 5.* ed., 1947;
vol. II, La gUtstizia amministrativa, 6.* ed., 1948; yol. III, L'organizazione amminis-
trativa, 4.a ed., 1949; vol. IV, / mezzi dell'azione amministrativa, 3.* ed., 1948.
El vol. V reseñado es el último del plan de la obra, y su publicación, que comen-
tamos, en 1950, es de la 1.* edición. Todas l«s ediciones de A. GIUFFRÉ, Milano.

279



RECENSIONES

lio positivo, fruto de valorar un aspecto esencial de lo administrativo,
luego en buena parte volatilizado entre delicias técnicas: el de ser pre-
cisamente un instrumento del poder, una técnica de gobierno, condu-
cible, por tanto, íntegramente en sus concreciones materiales a los fines
y valoraciones de éste. Casi todas las obras del siglo Xix respiran este
ambiente, que, cuando se une a UB tono personal calificado, es suscep-
tible de rendir extraordinarios resultados; tal, por ejemplo, por citar
algún caso, los que ofrecen en nuestra Patria las* magníficas obras de
nuestros pioneros JAVIER DE BURGOS, ALEJANDRO OLIVAN y, sobre todo,
MANUEL COLMEIRO ; en virtud de esta tendencia vienen a constituir como
una expresión de los hombres de gobierno ilustrados, cuyo valor crece
cada día ante nuestros ojos. Tal posición es superada más adelante como
resultado de dos tendencias concurrentes: por una parte, la construcciÓD
del Derecho Administrativo como un Derecho «especial», con técnicas
jurídicas propias, fruto de la inserción del principio del servicio público
en las relaciones de derecho, obra, primordialmente, de la ejemplar ju-
risprudencia del Consejo de Estado francés, que es luego sistematizada
por los mejores autores de este país; por otra parte, la recepción en
el Derecho Administrativo de los conceptos de la teoría general del Efe-
recho elaborados por la pandectística alemana del xix (y en especial
los conceptos de relación jurídica y acto jurídico), recepción que, inicia-
da por los propios autores alemanes, es acusada muy particularmente
por la Escuela italiana. Este doble movimiento ocurre casi íntegramente
en nuestro siglo. Fruto del mismo, y particularmente de la dirección úl-
tima (2), es la construcción del Derecho Administrativo al modo de una
parte general que formula conceptos de aplicación común a todas sus
manifestaciones concretas. La especialidad de estas manifestaciones con-
cretas se ha sacrificado con ello; muchas veces, el simple orgullo técni-
co, impedía descender a estas aplicaciones; otras veces, la movilidad
legislativa, la precisión de especialidades materiales distintas para la va-
loración de los servicios concretos por sus respectivos objetos, etc., han
sido justificantes aducidos para explicar una inatención casi general.
Ciertamente, es indudable que la sustantividad del Derecho Adminis-
trativo como tal ha sido lograda en buena parte en esa construcción
que asegura una idea común capaz de trascender las más varías especi-
ficaciones, pero es preciso establecer seguidamente que, en definitiva,
las funciones y los servicios en que se plasma la acción administrativa,
constituyen, en los propios términos de ZANOBINI, la vida real del Esta-

(2) El origen teórico del Derecho Administrativo francés, a través de los arréts
de su Consejo de Estado, ha salvado a las 'escuelas de este país de muchos de los
riesgos qne se señalan en el texto, pues, en efecto, las construcciones han sido indu-
cidas de los casos, nc deducidas de principios cualesquiera convenidos previamente.
A la vez, la conexión material a la idea del servicio público ha evitado corriente-
mente a sus formulaciones el riesgo de sin formalismo sin médula.
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do, su cotidiano movimiento hacia el mundo exterior (pág. 2), y, res-
pecto de ella, por lo tanto, todas las demás teorías administrativas no
deben ser sino medios e instrumentos; metódicamente, es obvio que una
«parte general» sólo es justificable como introductoria de una «parte es-
pecial», y es así absolutamente absurdo sacrificar ésta, y más aun tratar
de resumirla íntegramente en los abstraccionismos de aquélla. Finalmente,
no está lejos de la actitud teórica que menosprecia el tema de la acción
administrativa la concepción moderna del Derecho como pura instancia
formal de la que quedan fuera, por pureza metódica, los fines y las
valoraciones políticas y sociales que en cada caso concreto explican,
justifican y miden las particulares soluciones positivas de un ordena-
miento. En particular, en el Derecho Administraivo, esta posición sos-
tiene ya tradicionalmente la tesis dicotómica Derecho-Ciencia de la
Administración, para reservar a esta última el estudio de esas técnicas
particulares de los distintos servicios, examinadas desde criterios políticos
y de oportunidad. Con ello se escinde la unidad del tema y se aparta al
Derecho no sólo de la política (y de ello obtiene la sociedad la cosecha de
los improvisadores, los demagogos y los arbitristas), sino también de
su nervio vivificador y de su único criterium, que no puede la lógica inma-
nente de un sistema, sino la trascendencia de la justicia a través de los
postulados concretos que destaque el orden social o el bien común his-
tóricos.

Tenía para nosotros interés especial el contemplar a ZANOBINI afron-
tado a este tema. ZANOBINI, fiel representante de la brillante escuela
italiana, no está lejos de militar en esa tendencia normativista última-
mente aludida, que, general casi en el jurismo italiano contemporáneo,
se impuso en particular en el Derecho Administrativo desde la obra de
SANTI ROMANO. Pues bien, esta tendencia no puede prescindir de un cri-
terio «constructivo», de un a priori conceptual para considerar el tema
de la acción administrativa (3), con la cual vienen a conseguirse más
categorías de «parte general», algunas sin duda de indiscutible relieve
y utilidad, pero, en concreto, las manifestaciones particulares de esa
acción administrativa siguen, tras este esfuerzo, igualmente lejanas;
en especial, instituciones unitarias que participan de las diferentes ca-
tegorías lógicas convenidas se ven escindidas para no perturbar el estu-
dio sustantivo de éstas, perseguido con rigor deductivo. Pues en efecto,
todo criterio sistematizador con afán «constructivo» o dogmático, impo-

(3) Así, el mismo SANTI ROMANO, Principi di Diritto amministrativo, 3.* ed., Mi-
lano, 1912, págSi 214 y ss., y 357 y ss., adopta el criterio de distinguir entre activi-
dades administrativas de limitación y de prestación. Recientemente, LUCIFHEDI, PU-
CHETI y ALESSI han apurado este último término. Cfr. la recensión del libro de este
último: La prestazioni amministrative resé ai privati (Milano, 1946), por F. GARBÍDO
FALLA, en el núm. 1 de esta REVISTA, págs. 319 y ss.
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ne una exposición deductiva, desde el principio a las aplicaciones, y es
evidente que la multiforme realidad jurídica no está determinada, ni
puede, por ende, explicarse, por criterio dogmático alguno con carácter
unitario, sino por la materialidad de los fines y de los intereses socia-
les, de los que parte y a los cuales trata de atender. El método dogmá-
tico deductivo sacrifica así la realidad del Derecho a una perfección de
sistema que se agota en sí misma, sin justificación ulterior.

ZANOBINI había ofrecido un ejemplo de esta tendencia, en lo que
tiene sin duda de positivo, en el primer volumen del Corso. Ahora bien,
la especialidad de los tomos posteriores salvaba ya a su obra de ese uni-
lateralismo imputable a muchos y al que más atrás nos referíamos. En
esta ocasión, en que el riesgo de una posición normativista era, como
hemos observado, especialmente grave, ZANOBINI salva limpiamente el
escollo. He aquí, a nuestro parecer, la relevancia máxima de la obra
que comentamos y la particularidad de su significación. La introducción
en que el autor se plantea y resuelve estos problemas sistemáticos (4),
está concebida quizá con demasiada sobriedad, tanto más cuanto que,
según tratamos de notar, puede enunciar en germen posiciones de gran
transcendencia para la construcción del Derecho Administrativo. Ha
pesado, sin duda, en esta falta de desenvolvimiento el lastre normativista
del autor, superado en los resultados más por buen .sentido que por
abandono metódico consciente. Así, la exclusión científica del estudio
de la acción administrativa viene a rechazarla únicamente como ((con-
traria alia necessitá della completezza, inseparabili da ogni trattazioni
scientifica generali», argumento empírico que evita contrastar las posi-
ciones jurídicas claves en un punto que quizá las pone a juego a todas
ellas. Luego, ya positivamente, el autor ha sentido la necesidad de pro-
poner en criterios objetivistas (digamos en términos de HAURIOU, apli-
cando al caso su continuada, jugosa polémica con DUGUTT) la determina-
ción del tema; dice : «si sostenemos que tal materia debe ser objeto
además de estudios históricos y políticos, de examen y de exposición
jurídicas, esto deriva de constatar que los fines del Estado y la acti-
vidad necesaria a su consecución, superado el momento político, o sea
dinámico, de la oportunidad y de la conveniencia, asumen una posición
estática, determinada en la norma jurídica... Los fines del Estado y la
actividad que debe desenvolver la Administración para lograrlos son
objeto de la ciencia jurídica, no por sí mismos, sino por la disciplina
que los unos y la otra encuentran en la ley, en el Reglamento, en la
norma jurídica en general.» Con la peculiar agudeza de su estilo HAU-
RIOU parece contestar expresamente este aserto: esa concepción «asimila
orden objetivo a orden estático y subordina estrechaniente la dinámica

(4) Esta introducción fue publicada aisladamente con anterioridad en Rivistu
italiana per le scienze giuridicke. Milano, 1947, págs. 144 y ss.

282



B8CENSI0NBS

a la estática. Esto conduce prácticamente a detener el movimiento del
derecho; pues el derecho positivo, que se desarrolla en el plano histó-
rico, es esencialmente un derecho en movimiento. La contradicción y el
error saltan a los ojos» (5).

Esta limitación metódica no va ser en este caso sino una sim-
ple afirmación de escuela. ZANOBINI la traiciona totalmente a continua-
ción. Aceptada la relevancia jurídica del tema de la acción administrati-
va, ZANOBINI se enfrenta con los criterios de sistematización de la ma-
teria para oponerse a las soluciones dogmáticas antes aludidas. Su buen
sentido le hace observar que no es lícito fraccionar la unidad orgánica
de cada actividad administrativa, sino que, por el contrario, la visión
comprensiva de su contenido exige su respeto; por lo cual, concluye
proponiendo un criterio que llama —y esta vez el término es suyo—
'(empírico» (y que nosotros llamaríamos orgánico), según el cual las
actividades administrativas se consideran sustantivamente «secondo i fin i
cui sonó dirette, prescindendo da qualumque loro classificazione o rag-
gruppamento» abstractos. Esta posición, que fuerza al autor a salir
de la norma para considerar los fines materiales, es por ello esencial-
mente anti-objetivista. A adoptarla han podido concurrir, en efecto,
meros criterios empíricos, pero en adelante, en el plan de la obra, la
fecundidad del criterio orgánico, que parte de «realidades jurídicas in-
dividualizadas por el principio que las preside» (6), 9egún su concreta
virtualidad social, se impondrá sin obstáculo.

ZANOBINI ha cumplido con ello una hazaña que salva definitivamente
la obra como fundamental.

La exposición institucional se hace luego con un criterio particional
que toma razón en la distinción entre fines esenciales y no esenciales
del Estado. Comienza así por el orden público, la seguridad y la mo-
ralidad pública; en esta parte se contiene un estudio de la «policía»,
concluido con la peculiar precisión del autor. La higiene y la sanidad
pública, así como el movimiento demográfico constituyen otros tantos
capítulos. De más relevante interés por su originalidad es el capítu-
lo IV, en que se estudia «la Administración pública del Derecho pri-
vado», siguiendo una expresión introducida por HANEL, entendida como
una actividad de limitación o condicionamiento a la autonomía jurídico-
privada. Considera bajo este epígrafe de una manera orgánica el docu-
mento público y la actividad notarial, la publicidad de los derechos
personales (Registro civil, Registro mercantil) y de los Derechos reales
(Registro de la propiedad), toda esta parte bajo el título común de

(5) Précis de Droit Constitutionnel, 2.* ed. París, 1929, pág. 6. Igualmente en
el finísimo prefacio de esta edición, con el titulo «Método clásico y positivismo
jurídico».

(6) La expresión es de F. DE CASTRO: Derecho Civil de España, 2.a ed. Ma-
drid, 1949, pág. 13S.
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«actividad de atestación»; estudia, por último, los «negocios de derecho
público» (aunque en nuestro sentir no sean propiamente negocios, sino
ordinariamente actos jurídicos, y podríamos invocar la doctrina del
negocio del propio ZANOBINI, en su vol. I), distinguiendo los permisivos
de negocios privados (la dispensa matrimonial, el decreto relativo al
reconocimiento de hijos adulterinos, y otros actos de jurisdicción volun-
taria; por cierto, que tampoco el matrimonio, el reconocimiento de hi-
jos, etc., son negocios privados) y los constitutivos de capacidad y de
relaciones jurídicas privadas (reconocimiento de personas jurídicas, cam-
bios de nombres y apellidos, adopción, etc., y vale la misma objeción
en general). Como se deduce de esta relación, el autor se sitúa franca-
mente al lado de la tesis que afirma el carácter administrativo de la
jurisdicción voluntaria trabajando orgánicamente en esta dirección.

La Administración de la Economía, la asistencia y la beneficencia
públicas, la instrucción pública, las Artes y las Ciencias son, por último,
materias que la obra expone con seguridad y brillantez. Al interés propio
de todos estos temas, se une el que ofrece el parangón con las corres-
pondientes instituciones de nuestro Derecho, constantemente presente en
nuestra imaginación de lector, aspecto este que no podemos ni intentar
considerar en esta ocasión.

La feliz conclusión del Corso de ZANOBINI cumplida además con la
especial significación que se ha notado, constituye un hito capital en la
Ciencia Administrativa, que todos los juristas debemos celebrar con
permanente gratitud.

E. GARCÍA DE ENTERRÍA T CARANDE.

LEONARD D. WHITE : Introdu-ction in the Study of Public Administra-
tion, tercera edición, 1949, págs. 612.

La de 1949 es la tercera edición de La obra de WHITE. Sin embargo,
a pesar de los veintitantos años transcurridos desde la aparición de la
primera edición, debe considerarse como una novedad digna de ser
subrayada para el público español. Ha de añadirse a lo anterior que,
abordándose en ella el estudio de la Administración pública con una
mentalidad completamente diferente a la habitual en los publicistas
de la Europa continental, es esta una buena ocasión para marcar las
diferencias.

Un después de la aparición de la obra de WHITE, en 1927, escri-
bía MERKL que «toda la Administración del Estado, de igual modo que
el Estado mismo, es una función jurídica y, por consiguiente, la teoría,
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cuyo objeto sea e9ta {unción, tendrá que fundamentarse íntegramente
como teoría jurídica». Contrasta esta afirmación notablemente con la
que WHITE asume como uno de los cuatro postulados sobre los que su
libro se basa: «que el estudio de la Administración debe comenzarse
sobre la base de su manejo técnico (management) más bien que sobre
fundamentos legales, y, por consiguiente, cae más en el ámbito de asun-
tos de la American Management Association que en las decisiones de
los Tribunales» (Prefacio a la primera edición).

El contraste anterior es explicable desde un doble punto de vista:
en primer lugar, es la consecuencia de la distinta evolución del prin-
cipio de la separación de poderes en los países anglosajones y en los
continentales europeos; en segundo lugar, es la consecuencia de una
diversa postura metódica en el estudio de los problemas relativos a la
Administración Pública.

Es conocido el proceso que da lugar a la configuración del régimen
administrativo francés, modelo después, en mayor o, menor medida, de
los del Continente euroepo. La Revolución francesa había proclamado
los derechos del individuo frente al Estado; pero al mismo tiempo, como
decía TOCQUEVILLE, heredó el centralizado y poderoso sistema adminis-
trativo creado por el «ancien régime». Receloso de él, el Estado de Dere-
cho se ha de proponer como meta fundamental la construcción de una
serie de garantías que «salvaguarden los derechos del ciudadano frente
a aquel poder. La sumisión de la Administración a la ley, con la garan-
tía de una posterior fiscalización jurisdicional, será el primer paso en el
camino emprendido; el segundo, el que da MERKJL, estará constituido
por el intento de configurar la Administración en su conjunto y varie-
dad de facetas como función jurídica. En todo caso, una preponderan-
cia absorbente del punto de vista jurídico en el estudio de la Adminis-
tración pública.

En los países anglosajones, por el contrario, no preocupó en los
comienzos del siglo xrx la presencia de un tal sistema administrativo;
no surgió un Derecho Administrativo especial distinto del común, y, por
tanto, los actos de las autoridades administrativas quedaron sometidos
a las reglas del «common law». Cuando un aparato administrativo de
cierta envergadura hizo su aparición en estos países, fueron los proble-
mas relativos a la eficacia de su funcionamiento los que, naturalmente,
preocuparon a la doctrina.

No hay duda, sin embargo, que los caminos andados por unos y otros
comienzan a encontrarse. La contemplación de los aspectos no jurídicos
de la Administración dan lugar, principalmente en las doctrinas alema-
na e italiana, a la aparición de una Ciencia de la Administración; al
mismo tiempo, la actividad administrativa en Inglaterra y Estados Uni-
dos comienza a escaparse de los moldes sustantivos y jurisdiccionales del
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«common law», y la expresión «Administrative law» empieza a ser
de uso frecuente.

Fundamentalmente, pues, las divergencias que en el estudio de Admi-
nistración pública aparecen hoy entre una obra americana y otra con-
tinental europea, se deben a una diversidad inicial metodológica. La
madurez científica de la literatura europea conduce necesariamente a la
separación entre Derecho Administrativo y Ciencia de la Administración.
El mismo objeto material —la Administración Pública— es susceptible
de ser considerada desde distintos puntos de vista. Las acotaciones que
éstos producen en la realidad total, configuran los objetos formales de
las diversas ciencias. En ningún caso puede fundamentar una confusión
entre estas el hecho de que exista unidad de objeto material.

Frente a la anterior postura, la obra de WHITE, típica entre las ame-
ricanas, es un ejemplo de lo que pudiéramos llamar «punto de vista
fenomenológico». Es decir, se contempla el fenómeno de la Administra-
ción pública tal como se da en la realidad, en la diversidad de sus as-
pectos, y se intenta su descripción y análisis. Los problemas que se han
de considerar, una vez adoptada esta postura, son de la más variada
índole. Se trata, en primer lugar, de problemas internos de la institu-
ción administrativa: cómo se organiza el Gobierno para la realización
cotidiana de sus funciones; cómo debe ser dirigida la Administración;
cómo los funcionarios consiguen fondos públicos y cómo deben usarlos;
cómo el ejército de funcionarios y empleados es seleccionado y dirigido
para asegurar un eficaz resultado a sus operaciones. Pero, además, la
Administración pública no es —en frase de WHITE— una «empresa que
se contempla a sí misma» (a self-regarding enterprise), sino que en su
actuación se relaciona diariamente con millones de ciudadanos sobre los
que ejerce determinadas formas de poder. El estudio de estos poderes,
así como el de la responsabilidad por su ejercicio, constituye también
materia de la obra de WHITE. Junto a la convalidación de los actos admi-
nistrativos por los Tribunales de justicia y al ejercicio de la actividad
jurisdiccional de los Tribunales administrativos, se incluyen en una
misma obra las tablas indicadoras del índice de prestigio de los funcio-
narios públicos ante la opinión pública americana. Esto es absolutamente
desconocido en nuestras obras sobre la Administración pública.

Hay que señalar que el sistema tiene su interés, sobre todo desde el
punto de vista pedagógico. Sin duda que para los alumnos de nuestras
Facultades de Derecho lo más interesante es la aprehensión de un con-
cepto claro de la relación jurídico-administrativa. Pero, como dice CAR-
7VELUTTI, es erróneo presentar tales conceptos completamente desligados
de las realidades en que se apoyan. Es, por tanto, necesario proporcio-
nar al estudiante de Derecho Administrativo una idea del objeto mate-
rial, la institución administrativa, cuya actividad va a ser sometida al
Derecho Administrativo. Aparte esta consideración, por lo que al mé-
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todo de enseñanza se refiere, no hay duda para nosotros de que la téc-
nica de investigación de la ciencia jurídica administrativa debe consi-
derarse cosa diferente a la de la ciencia de la Administración.

Dejábamos señalado anteriormente que el estudio de WHITE com-
prende no solamente los problemas internos de la institución adminis-
trativa, sino también la consideración de ésta como un instrumento en
acción, que da lugar a una serie de relaciones externas. Estas, en cuanto
a su contenido, son tan varias como varios son los campos en que la acti-
vidad administrativa puede desarrollarse. ¿Será necesario que tan ingen-
te objeto de consideración sea examinado en un libro de Administración
pública? «Afortunadamente —dice WHITE— no será necesario examinar
todos los contactos entre los funcionarios y el público. La vasta exten-
sión total de los servicios gubernamentales, en cuanto no signifique in-
tento de regular o influir la conducta individual, excepto en forma
puramente incidental para la provisión del servicio, cae fuera del campo
de nuestro estudio.» Sólo aquellas cuestiones que implican problemas de
ejecución de la ley (law enforcement) atraen el interés de WHITE. Utili-
zando nuestra propia terminología continental cabría decir que, dejando
aparte la llamada «actividad social de la Administración», WHITE se
propone únicamente el estudio de la «actividad jurídica», siempre que
no reduzcamos ésta al estricto ámbito de la policía.

Hacemos esta última aclaración porque entre nosotros la policía se
caracteriza por ser un procedimiento para la consecución de los fines
públicos, basado en la acción directa y el empleo de la coacción. En
cambio, WHITE agrupa los métodos empleados por la Administración en
los diversos campos de su actividad, de acuerdo con sus rasgos comu-
nes, comenzando por distinguir las formas de la acción administrativa
en «no coactivas» (Cap. 32) y «coactivas» (Caps. 33 a 38).

Cabe decir que el cumplimiento de los fines administrativos se logra
diariamente y de modo normal, sin necesidad de emplear el aparato
coactivo estatal; ahora bien, la posibilidad de la sanción permanece
latente para caso de desobediencia. Por eso, no son estos supuestos los
que constituyen las formas no coactivas de WHITE. Estas, en realidad,
son aquellas que consiguen la aquiesciencía del particular, bien por el
empleo de los que JORDANA en España ha llamado medios de fomento
(por ejemplo, campañas educacionales a favor de ciertas medidas de
gobierno), o bien por la amenaza de perjuicios de tipo social o eco-
nómico.

La enumeración y estudio que hace WHITE de las formas no coacti-
vas ilustra suficientemente lo anterior. Enumera las siguientes : 1.a, de-
claraciones de la política pública, mediante las que el Gobierno señala
cuál es la política que conviene a los intereses del país ante un asunto
concreto, normalmente de carácter internacional, y pide a la opinión
del país se comporte de acuerdo con ella; 2.a, declaraciones de ciertas
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obligaciones como legales, aunque no se señala sanción para caso de
inobservancia; 3.*, establecimiento de «standards» comerciales volunta-
rios, para que sirvan de guía y sean copiados por las empresas privadas;
4.a, establecimiento de tipos modelo a cargo del Gobierno, normalmente
en materia de relaciones de trabajo; 5.a, campañas educacionales; 6.a, de-
mostraciones que ayudan e ilustran a la iniciativa privada; 7.a, confe-
rencias ; 8.a, arbitrajes y conciliaciones; 9.a, adquisición de la capaci-
dad de obrar por medios de Derecho Privado, por ejemplo, adquiriendo
privadamente el Gobierno los terrenos susceptibles de erosión, para
evitar los peligros de su cultivo; 10, amenaza de una publicidad adver-
sa; 11, regulación de módulos a los que deben ajustarse las empresas
privadas.

Por contraste con los anteriores, se examinan a continuación las for-
mas coactivas de la actividad administrativa, que constituyen genuina-
mente los «administrative powers». Son estos poderes o formas : la ins-
pección, la facultad de otorgar o denegar licencias (licensing), las órde-
nes y reglamentaciones administrativas, las resoluciones jurisdiccionales
administrativas (adjudications), y las clases de sanciones.

No es este, claro está, el sistema que adoptan nuestros libros de Dere-
cho Administrativo. El desarrollo y sustantividad propia alcanzada por
la teoría del acto administrativo es incompatible con una consideración
que no guarde las debidas separaciones entre las facultades o poderes
de la Administración y el estudio jurídico del acto administrativo como
tal, que puede ser, desde luego, la consecuencia del ejercicio de aque-
llos poderes. No obstante, hay que señalar que WHITE —y en general la
técnica americana— ha sabido superar el puro método descriptivo, al
menos por lo que se refiere al campo del «law enforcement», agrupan-
do las formas de actividad administrativa en una serie de instituciones
sustantivas perfectamente delineadas.

FERNANDO GARRIDO FALLA.

CONSEJO DE ESTADO : Recopilación de doctrina legal, 1945 - 1946,
1946 1947 y 1947-1948. Publicaciones del Consejo de Estado.—Docu-
mentos números 3, 4 y 5.

En 1944 el Consejo de Estado publicaba una Recopilación de la doc-
trina legal establecida en sus dictámenes durante los años de 1940 a 1943,
que se iniciaba con una introducción suscrita por el Secretario general
del propio Consejo, en la que se hacían, entre otras, las siguientes con-
sideraciones : «rara vez los dictámenes del Consejo de^stado trascien-
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den al público...»; «sólo a través de los Ministerios respectivos pueden
los particulares, y aun la propia Administración, conocer el texto de
estas consultas»; «En muchas ocasiones, sin embargo, se ha echado de
menos una cierta publicidad de la doctrina legal sostenida por el Con-
sejo, estimándose conveniente, para el mejor servicio de la Administra-
ción pública, que las autoridades administrativas pudieran conocer, ya
que no el texto y conclusiones de sus dictámenes, sí la doctrina legal
sostenida en el cuerpo de los mismos»; y en determinadas materias, así
«en los expedientes de Cartas Municipales, al no transcribirse én la reso-
lución las consideraciones y motivos de su dictamen y sólo sí sus con-
clusiones, se reincide, por parte de los interesados, una y muchas veces
en defectos de planteamiento o de trámite que hubieran sido evitados de
conocerse el punto de vista del Consejo».

Estas consideraciones y otras más que podrían formularse son sufi-
cientes para justificar y aplaudir el acuerdo del Consejo de dar a conocer
su doctrina. Por otra parte, el conocimiento de la misma es de indu-
dable interés para la Administnación y para los administrados. El Con-
sejo de Estado es el supremo órgano consultivo de la Administración
y su audiencia es preceptiva en los asuntos que enumeran los artícu-
los 16 y 17 de la Ley de 23 de noviembre de 1944 (vid. artículos 3.° y si-
guientes del Reglamento orgánico de 13 de abril de 1945), potestativa
en todos los que el Jefe del Estado, el Gobierno o cualquier Ministro
estimen conveniente (en la introducción citada se dice del aumento pro-
gresivo del número de consultas de esta naturaleza), y, por último, el
Consejo puede elevar las propuestas que juzgue oportunas acerca de
cualquier asunto de interés general o buen orden de la Administración
que la práctica y experiencia de sus funciones le sugiera.

De esta posición del Consejo puede colegirse la influencia de la doc-
trina de sus dictámenes, en la actuación ordinaria de la Administración
y de los sujetos que se relacionan con la misma. La doctrina del Consejo
puede constituir la más depurada práctica administrativa. Ella puede
ser una norma de orientación para cuantos han de preparar las decisio-
nes de las autoridades administrativas, permitiendo una unificación de
criterios sobre la diversidad de Departamentos y sobre la aparente dife-
rencia de fondo que presentan, en una primera consideración, la multi-
plicidad de cuestiones y contiendas administrativas, sobre las que el
Consejo emite su dictamen. Por otra parte, si el Consejo atiende prin-
cipalmente a razones jurídicas, no olvida los motivos de oportunidad,
conveniencia o necesidad administrativa. Así, pues, la utilización de las
Recopilaciones de doctrina legal, puede ofrecer una notable mejora, por
cuanto se refiere a la recta y ordenada actuación de la Administración
pública y una indiscutible economía procesal para los sujetos de las
relaciones jurídico-administrativas, aun teniendo en cuenta la limitación
de funciones de nuestro Consejo de Estado. El conocimiento de su labor
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por el medio a que nos referimos, podría contribuir, sin duda alguna,
a aumentar su prestigio y su influencia en provecho de la Administra-
ción y de los mismos administrados.

Ahora bien, para que esta realidad sea más viable, nos parecen nece-
sarias algunas rectificaciones al sistema adoptado. La principal afecta al
criterio que preside el extracto de la doctrina contenida en los dictáme-
nes. En ciertas cuestiones basta con señalar el principio, así cuando se
pronuncia que «la omisión del trámite de audiencia o su concesión an-
tes del momento procesal oportuno, anula o puede motivar la anulación
de las actuaciones practicadas a partir del momento en que debió cum-
plirse». En otras, por el contrario, no es suficiente destacar la opinión
o criterio mantenidos por el Consejo, es necesario, cuando menos, resu-
mir los fundamentos en que se basa la doctrina, con referencia a los
preceptos legales de las disposiciones de aplicación. Esta norma en la
formación de los extractos ha de ser general, especialmente cuando la
doctrina de los dictámenes no puede conocerse mediante las publicacio-
nes oficiales, como sucede con los Decretos de Competencia y con los
Acuerdos del Consejo de Ministros, resolviendo recursos de agravios.

En otro orden, ha de señalarse que en las últimas Recopilaciones sólo
figura un índice alfabético por materias, de manera inexplicable, cuando
en la que iniciaba la serie se contenían, además, un índice cronoló-
gico y otros por Ministerios. Así se facilitarían las consultas y las refe-
rencias. Además, en el de materias, no siempre la ordenación es com-
pleta; a título de ejemplo, podemos señalar que en la Recopilación
de 1946-1947, la rescisión de contratos sólo figura bajo el vocablo res-
cisión, sin referencia alguna en el de contratación; igualmente, los apro-
vechamientos hidroeléctricos se anotan bajo aguas terrestres, cuando el
término aprovechamientos es de general utilización en las instituciones
jurídico-administrativas. Y no sería exagerado pedir un índice sistemá-
tico con arreglo a las instituciones y materias fundamentales del Dere-
cho Administrativo.

Estas lagunas, rectificaciones y propuestas, podrían subsanarse, aparte
de aceptarlas, sustituyendo el carácter impersonal de la publicación y
designando para llevar a cabo esta obra del Consejo, a cualquiera de
los prestigiosos miembros del Cuerpo de Letrados, cuya gran prepara-
ción cultural y jurídica, goza de justificado prestigio. Responsabilizando
esta labor, se comienza por asegurar su mayor éxito y eficacia. Por otra
parte, sería también conveniente que se realizaran estudios de cierto
carácter monográfico, sobre la base exclusiva de la doctrina del Consejo,
como lo viene realizando esta REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
con la jurisprudencia contencioso-administrativa del Tribunal Supremo,
o al estilo de los que se contienen en las Relazione del Consejo de Esta-
do italiano.
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Eu esta época de intensificación de la acción administrativa el Con»
se jo de Estado puede ser órgano muy eficiente, colaborando con la di-
vulgación de su doctrina en el buen orden de la Administración pública.

E. SEBRANO GUIRADO.

JÉZE, GASTÓN : Principios generales del Derecho Administrativo. Tra-
ducción de la tercera edición francesa por JULIO N. SAN MLLLÁN
ALMAGRO. Editorial Depalma, Buenos Aires, 1948-1949. Vol. I, La
técnica jurídica del Derecho Público francés. Vol. II, La noción del
servicio público y los agentes del servicio público.

Hasta ahora sólo han llegado a la Redacción de esta Revista los
dos primeros volúmenes —el segundo comprensivo de dos tomos— de
la obra fundamental de Jéze, en su versión española, realizada en la
Argentina.

Aunque falta lo más interesante de ella, es decir, el vol. III, dedi-
cado al funcionamiento de los servicios públicos, y los IV, V y VI, que
se ocupan de la teoría general de los Contratos Administrativos, no vaci-
lamos en proceder a la reseña de esta traducción, a la que si acaso
puede tildarse de no muy oportuna (y en cierta medida lo son todas
las traducciones al castellano de obras técnicas francesas) no habrá quien
niegue que supone un esfuerzo considerable y que hace asequible el
conocimiento de Jas ideas de Jéze a sectores más amplios.

El Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de París ha
escrito un extenso prólogo para esta traducción completa de su obra,
que en alguna medida cupiera considerar como primera edición en len-
gua española del más interesante libro de Derecho administrativo fran-
cés en la actualiadd.

No es la primera vez que se vierten al castellano «Los principios
generales del Derecho administrativo». En 1928, la Biblioteca Jurídica
de autores españoles y extranjeros, incluyó como vol. 128 de su colec-
ción una pulcra traducción, debida a la pluma docta, elegante y fluida
del Catedrático de Sevilla don Carlos García Oviedo. La versión se hizo
sobre la segunda edición francesa, y es de notar que la tercera edición,
sobre la que se ha hecho la versión que ahora reseñamos, es mucho
más completa y extensa. De ello puede dar idea que los tres primeros
libros de la segunda edición ocupaban en la versión española 568 pá-
ginas y en la tercera edición que ahora tenemos delante, pasan de 900 pá-
ginas. Jéze, como Hauriou, más que nuevas ediciones, brindan obras dis-
tintas en cada edición. Si la sistemática y las líneas generales de pen-
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samiento no han variado, la madurez constructiva y el desarrollo pleno
de cuestiones que apenas si aparecían aludidas en la anterior edición,
determinan que el interés del libro no se vea disminuido en nada por
la existencia de anterior texto castellano. Sin olvidar, además y sobre
todo, que los tomos III al VI no existían en la segunda edición, ya que
Jéze los dio a la estampa con posterioridad, habiendo aparecido por vez
primera en la Revue du Droit Public et de la Science Politique.

Lo más sustancioso es el prólogo que a esta traducción argentina ha
escrito Jéze y que lleva fecha de 1947. En las palabras introductorias
se no «ofrece una apretada síntesis de lo que ha sido la evolución del
Derecho administrativo francés, y en deleitosa visión panorámica pone
ante nuestros ojos un cuadro de las figuras jurídicas más interesantes
creadas y desarrolladas por el Consejo de Estado. Una vez más se re-
cuerda que el tan celebrado Derecho administrativo francés es fruto
de la tarea conjunta de los hombres del Consejo de Estado y de los
hombres de ciencia que dedicaron lo mejor de su esfuerzo teórico a
la glosa constructiva de sus resoluciones. Si se quiere niantencr aparte
como compartimientos estancos la investigación o la labor doctrinal, de
un lado, y la resolución de los problemas prácticos del Derecho admi-
nistrativo, de otro, los resultados no pueden ser más funestos. Se alzará
una doctrina a espaldas de la realidad jurídica, basada en principios
extranjeros muchas veces mal digeridos. Y las resoluciones se dictarán
a ras de tierra, sin que los encargados de redactarlas encuentren nunca
aportación doctrinal o consideraciones impersonales y objetivas sobre
el tema concreto que les interesa. El ejemplo de Francia, con su nota-
bilísimo Derecho administrativo, debe seguirse inteligentemente. Es decir,
no apresurándonos a transplantar una terminología y unas figuras jurí-
dicas que a veces difieren de las realidades vivas en nuestro Derecho
y que no tienen encaje posible en nuestro ambiente social político y
económico, sino estableciendo esa simbiosis entre teóricos y prácticos
y entre la teoría y la práctica del Derecho administrativo, de la cual
se tiene buena muestra en las personas y en las obras de Laferriére.
Hauriou, Jeze. Ma.^petiol, Bonnard. Watrin, etc., etc.

No puede olvidarse, y Jéze lo recuerda, que el Derecho administra-
tivo de-un país dado se ve dominado por las ideas políticas que preva-
lecen en determinada época, y, por eso, una de sus primeras adver-
tencias es que nadie espere hallar en su libro un tratado de Derecho
administrativo aplicable a todos los países.

Otra de las preocupaciones de Jéze es la de manumitir al Derecho
administrativo de la servidumbre doctrinal y terminológica con que ha
vivido en relación con el Derecho privado, sobre todo en materia de
contratación, acaso el tema que más ha preocupado a Jéze y del cual
ha elaborado un tratamiento más completo.

El prestigio de que goza el Consejo de Estado francés se debe, en
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opinión de Jéze, a una serie de concausas entre las cuales destacan:
1.a El Consejo de Estado nunca se ha erigido en rival del Parlamento
y siempre ha rehusado ejercer el control de las leyes. 2.* El Consejo
de Estado se ha declarado incompetente para juzgar todos aquellos ac-
tos, como los de carácter internacional, en los que el Gobierno necesita
completa libertad de acción, y considera que no tiene derecho a inter-
venir en las cuestiones de oportunidad, desechando despiadadamente los
recursos contenciosos que intente impugnar la oportunidad de la deci-
sión. Cierto es que existe el recurso por desviación de poder, pero ni
éste implica intromisión en los poderes de la Administración activa, ni
puede explicarse con la teoría del abuso del poder en el Derecho pri-
vado.

La traducción de Julio N. San Millán, en líneas generales, es correc-
ta y acertada. Disuenan algunas voces y giros, tales como «Gran Libro»,
«anexados», «el ingreso a la Administración pública», etc., etc., que
denotan demasiado a las claras que se está traduciendo del francés y
no siempre escribiendo en castellano; pues de los argentinismos, de que
el libro va cuajado, y algunos suenan gratamente, no hay por qué ha-
blar, aunque ciertamente el lenguaje habría cobrado mayor precisión
y rigor científico si Julio N. San Millán hubiera tenido delante la tra-
ducción de García Oviedo, que resolvió felizmente muchos de los pro-
blemas que han tenido que preocupar al traductor argentino en ese
esfuerzo por el logro de la palabra exacta y la expresión precisa.

JUAN GASCÓN HERNÁNDEZ.

BUENAVENTURA RIBERATGUA ARGELICH : Los valles de Andorra. Princi-
pado de Andorra. Descripción geográfica. Reseña histórica. Constitu-
ción política. Instituciones públicas, judiciales y administrativas. Le-
gislación.—Ediciones y Publicidad, S. A., Barcelona, 1949.

JOSÉ MARÍA VIDAL y QUITART : Instituciones políticas y sociales de Ando-
rra. Instituto Francisco de Vitoria. Consejo Superior de Investigacio-
nes Científicas. Madrid, 1949.

La excepcional situación de Andorra en el mundo del Derecho supo-
ne para el jurista, cualquiera que sea la rama a la que dedique prefe-
rente atención, motivo de admiración y estudio. Supervivencia prodi-
giosamente conservada de tiempos carolingios, su historia evoluciona sin
brusquedades que perturben la serenidad con que ha ido cristalizándose.

La evolución como señorío presenta tres épocas diferenciadas: un
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momento inicial, de formación histórica del núcleo político, que se en-
cuadra hacia el siglo VIH. Un lapso intermedio hasta el surgimiento del
contrato de enfeudación, firmado a fines del siglo xi. Y la época poste-
rior, con tres momentos claramente diferenciados: el de dación en feudo
(otorgamiento del contrato feudal firmado entre el Obispo de Urgel y
la Casa de Caboet, a fines del siglo xi); el correspondiente a la lucha
entre las dos potestades, y, por último, el de la concordia, con la firma
de los llamados Pariatges, a fines del siglo xm. A partir de entonces,
la historia andorrana es de mera estabilización hasta nuestros días.

En el acta de consagración de la Catedral de Urgel, bajo el patronato
de Ludovico Pío, en 839, se entrega a la iglesia capitular: «...tradimus
namque ipsas parroquias de Valle Andorrensi, id est, ipsa Parroquia de
Lauredia atque Andorra, cum Sancta Columba, sive illa Matrana, atque
Ordinavi, vel Encap, sive Canillaus cum ómnibus Ecclesiis atque villulis
vel villarunculis earum.»

Esto, junto con una lenta progresión del poder episcopal —confun-
dido en esta primera época feudal con la titularidad dominial— a través
de donaciones de los condes de Urgel de los alodes comitales, fue trans-
formando la soberanía episcopal en verdadera y propia soberanía tem-
poral. Posteriormente, una serie de juramentos de fidelidad y de pactos
feudales con los andorranos, a quienes se había concedido el territorio
ad empramentum, fueron acrecentando y dando precisa regulación al
señorío episcopal sobre Andorra.

Ramón Roger de Foix fue el verdadero iniciador de la política de
sus sucesores en la parte francesa, arrancando al Obispo de Urgel con-
cesiones cada vez más extensas. Sus sucesores, a través de guerras contra
el Obispo fueron ampliando más y más estas concesiones.

En el siglo XV Andorra estuvo bajo él señorío conjunto del Obispo
de Urgel y del conde de Foix, quienes legislaron de manera simultánea
o sucesiva, pero siempre de común acuerdo. A partir del siglo XVI, incor-
porado el señorío de Andorra a la corona de Francia, los reyes no se
ocuparon grandemente de los Valles, y la historia nos dice que sólo
dictaron algunas patentes, confirmando los antiguos privilegios y fran-
quicias, tales como las de Luis XV y Luis XVI. En cuanto a los obispos,
continuaron su obra en Andorra, sólo interrumpida por la remoción
de uno de los prelados de Urgel por causa de disidencia con el Go-
bierno de España; entonces la Cámara Apostólica nombró como Señor
de Andorra al Obispo de Albí, quien recibió, durante los pocos años
que duró su gobierno, el tributo feudal que le correspondía como so-
berano.

Durante la Revolución francesa es de notar que mientras Luis XVI
tuvo vida, los andorranos no pactaron con los Gobiernos revolucionarios,
y se mantenían a la expectativa; seguidamente a la muerte del rey. los
andorranos trataron de reanudar las relaciones con Francia, pero los
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administradores del Departamento de Arége se negaron a la aceptación
del tributo feudal, con lo cual quedaron ya rotas las relaciones de Ando-
rra con Francia. En 1806, Napoleón Bonaparte dispuso el nombramiento
de un veguer, y con ello se reanudaron los antiguos lazos de amistad
con los andorranos; los regímenes siguientes prosiguieron en la misma
idea de amistad, y continuaron ejerciendo el derecho de nombrar ve-
guer y de intervención en los asuntos del país. Como la influencia de
Francia iba aumentando con alguna mengua del poder episcopal, el Car-
denal Obispo Casañas intentó en el Senado español, en 1882, una revi-
sión de los derechos de ambos señores, pero Francia declinó la invi-
tación.

En los tiempos contemporáneos, se ha observado que Francia ejerce
con gran celo todos sus derechos en Andorra y quizás se estima excesiva
la intervención suya en los Valles. Durante la segunda guerra mundial,
los andorranos, en todo tiempo, obedecieron las indicaciones del Go-
bierno radicado en el territorio metropolitano. A partir del siglo XVI,
por otra parte, los Obispos de Urgel no han descuidado un momento el
ejercicio de sus derechos en los Valles y han legislado repetidas veces,
incluso, prescindiendo de los sucesores del conde de Foix. En nuestros
días, los obispos tieneü tendencia a respetar la intervención cada vez
más absorbente de Francia.

La constitución andorrana arranca de los llamados pariatges o aso-
ciaciones, de los que derivan la autoridad de los señores —el Obispo
de la Seo de Urgei y él Presidente de la República francesa como con-
tinuador del conde de Foix—, autoridad que se extiende no sólo a la
suprema decisión ejecutiva de ambos copríncipes, sino incluso a la fun-
ción judicial, atribuídales de modo simul ac communiter, englobando
todos estos poderes soberanos en el título de majus imperium o supremum
imperium.

El Obispo y el Jefe del Estado francés no son en la actualidad cosobe-
ranos en el sentido moderno de la palabra : los franceses tienen el vo-
cablo suzerain, que puede caracterizar su imperio. Los derechos sobre
Andorra recaen en la persona del jefe y no en la nación francesa,
aunque él los tenga como supremo magistrado, pero siem.pre a modo
de unión personal.

El Obispo tiene un delegado permanente desde tiempo inmemo-
rial, que suele ser el vicario general de la diócesis, si bien algunas veces
ha sido el secretarlo de cámara. La misión del delegado permanente
francés debía, en un principio, limitarse a poner en contacto a su co-
príncipe con la mitra y las autoridades andorranas. No obstante, después
de la institución de la delegación permanente, sus atribuciones se han
extendido de manera considerable. A los delegados les corresponde el
poder legislativo, en nombre* de los copríncipes, solucionando por medio
de Decretos con fuerza de Ley las cuestiones de carácter general que se
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planteen. Además, pueden dictar reglamentos particulares para el buen
ejercicio de sus funciones. Tienen el poder ejecutivo y lo hacen respe-
tar a través de los vegueres, a los cuales transmiten las decisiones de
sus señores. Los delegados, de mutuo acuerdo y en nombre de los prín-
cipes, examinan el recurs de queixa que se presente, y pronuncian sen-
tencia? que no son susceptibles de apelación.

A los veguers corresponde con independencia la llamada jurisdiccio
alta —judicium sangunis— y el mixto imperio —jurisdictio bassa del
siglo XVIII—, consistente en el mandamiento y la coerción en orden a di-
rimir las causas civiles. Los capitanes son los subalternos de los vegueres
en todas las parroquias, aunque dependan del batlle en ausencia de
aquéllos. Su autoridad queda circunscrita al término de la parroquia
a que pertenecen, y sus funciones corresponden al mero y mixto impe-
rio. Son, además, oficiales jurados y se da entero crédito a su relación.
A los capitanes les sustituyen los deseners o denarios. Toda esta estruc-
tura recuerda hondamente a la Sometent catalana.

La policía andorrana fue creada por Decreto de los veguers de 11
de julio de 1931, para mantener la seguridad del país, a causa del aumen-
to de población flotante: consta de un jefe y seis agentesV1

En cuanto a la organización administrativa se basa en su fundamento
en la consideración del foch —del hogar—, remembranza del focus, de
que nos habla FIJSTEL DE COULANGES en la «Ciudad Antigua». Los fochs
agrupados constituyen los municipios y los quart. La agrupación de mu-
nicipios constituyen las parroquias, y la reunión de todas las parroquias
está supeditada al Conseil General, a su vez sometido a la autoridad de
los copríncipes, suprema en Andorra. £1 cap de casa, el jefe del foch,
reúne en sí todo el derecho patrimonial familiar.

Las formas de gesammte Hand medievales, de que habla GIERKE,
existen con gran variedad en los Valles. Las roturaciones en montes del
común se practican por los particulares, concertándose para ello un
contrato con el Municipio, que mitaca suele vender el terreno. La utili-
zación de los bienes comunales en sus diversas formas es causa de que
no haya pauperismo, esto es, no existe mendicidad, casi todas las fa-
milias tienen ganado y llevan alguna tierra. Los terrenos de las parro-
quias y quarís pueden disfrutarse por los particulares en el aspecto de
las leñas, pudiendo cada uno cortar la leña que necesite para su pro-
pio uso, pero no para venderla, ya que siendo los montes comunales
propiedad del Municipio, éste es quién debe extraer el provecho de su
venta y arriendo. El rebaño formado por los vecinos constituye el lla-
mado colla, que pasta en los prados comunales. Los bienes comunales
son de tres categorías : comunals, rebaixarts y emprius. Actúan los Mu-
nicipios a través del Concejo general, constituido por representantes de
todas las parroquias de los Valles; cada parroquia tiene dos representan-
tes del año precedente o aun del anterior, y dos representantes del año
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en curso, en total 24 miembros; cada representante se llama conseller
general o conseller de la Valí. El presidente es el sindic, o sindic pri-
mer, que tiene como adjunto al sindic segon o subsindic. Preliminares
a la actuación del Conseil General, existen varias Juntas, de carácter
autónomo y específico : Junta de telefons, de la carretera de comptes,
de supliques.

En materia de jurisdicción, el Conseil está repartido en tres Salas.
Todas las medidas de policía, pero especialmente las que se llaman cau-
sas de vei a vei, referentes a servidumbres rústicas o urbanas, son las
que dan lugar a esta jurisdicción económica. No existe nada similar a
un contencioso-administrativo. La primera Sala se llama de Veeduría
o de Visura, por actuar por inspección ocular. La pena que impone el
Conseil se denomina cot. Tasar los gastos de la causa es cotar la pena.
El Conseil general tiene la facultad de recaudar la quistia —prestación
feudal al jefe francés—, conocer de las penas a los reos, como muerte y
prisión, y actúa como poder de policía administrativa, a través de los
bans danys, es decir, sobre guarda y daño, cuestión esta trascendental en
un país agrícola y ganadero.

Las funciones de policía requieren agentes : guardas jurados o ban-
ders, manadors o encargados de notificar las órdenes de los Conseils lo-
cales, el mostafa o encargado de la policía de abastos, el nunci o ofi-
cial de justicia.

Después de la reforma del siglo xix se modificó algo el sistema ge-
neral : el derecho de voto corresponde a los caps de casa. Los forasteros
casados con pubilla podrán elegir también mientras hayan cumplido
tres años de residencia en els Valls, y no se pruebe que han mirado con
desprecio o indiferencia los asuntos del país, a juicio del Comu o con
recurso al príncipe.

La justicia administrativa tiene en Andorra tres grados o Tribunales:
el primero, formado por dos cónsules y dos consejeros de la parroquia
donde se litiga; el segundo, por diez jueces, que son los cónsules de las
otras parroquias, y el tercero, está formado por el Conseil general en
pleno, asesorado por un técnico en Derecho.

En cuanto a nacionalidad, la legislación andorrana es sumamente res-
trictiva, dada la exención no sólo fiscal sino de todo intervencionismo
administrativo que supone su normativa. El extranjero casado con pu-
billa —mayorazga— adquirirá la nacionalidad andorrana renunciando
antes del año a la suya propia. En este caso no podrá ser elegido sino
hasta que tenga hijos en edad de testar. Podrán ser considerados como
andorranos —según el Decreto adicional de 26 de diciembre de 1941—
los hijos de padre no andorrano residente en los Valles por un período
no interrumpido de veinte años como mínimo, siempre que hayan obser-
vado conducta ejemplar a juicio de las autoridades civiles y eclesiásticas.

El régimen administrativo de tasas se estableció para los artículos de
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primera necesidad por Decreto de 2 de octubre de 1941 y 13 de diciem-
bre de 1940.

Por edicto de 1 de mayo de 1922 se estableció un Registro de la Pro-
piedad, que, sin embargo, no ha empezado prácticamente.

Los extranjeros residentes deben presentar documentación al jefe
de policía y ser inscritos en el libro-registro de extranjeros (Decreto de
30 de octubre de 1929).

Rige el Decreto de 17 de mayo de 1940, como protección de mayo-
rías andorranas en las sociedades no concesionarias, constituidas y do-
miciliadas en los Valles.

En general, la legislación administrativa, exhaustivamente expuesta
por RIBERAYGUA, obedece a motivaciones momentáneas, sin que pueda,
por tanto, someterse a sistemático tratamiento. Un único criterio parece
desprenderse de la contemplación en conjunto de esta abigarrada legis-
lación cual es la limitación casi absoluta de los derechos de los extran-
jeros, aunque sean españoles o franceses. Hasta cierto punto, ello está
justificado, pues de otra forma la proliferación de actos in fraudem le-
gis —servicio militar, exportaciones, contribuciones en especial sobre la
renta, etc.—, sería enorme.

Es interesante la lectura de las «Máximas y Comento de Ulrich»,
como compendio de una sabiduría popular, decantada a través de los
siglos :

«Examinar los quehaceres y negocios con pausa, determinarlos con
maduro consejo, y resueltos que sean, ejecutarlos con la presteza posi-
ble.» «Conocer con prudencia las propiedades de las personas que ha-
yan de valer para algún negocio, desempeño, etc.» «No dejar por mu-
cho tiempo en el manejo de las cosas a aquella persona de la que se
tenga mala satisfacción fundada en justa y probada razón, en su manejo
o gobierno.» «Gastar cuando sea menester y economizar en el demás
tiempo.» «El grande amor y veneración a la justicia y el procurar que
ésta reine en los Valles, siempre es el fundamento de su conservación.»
«Dar la mano y auxiliar a la justicia con fuerzas y dinero, en cuanto sea
necesario, pues todo recae en beneficio del país.» «Huir siempre de con-
tenciones con los ministros de los Príncipes y evitar enfadosas disputas
de jurisdicción.» «Seguir las costumbres loables y estilos de los antepa-
sados, regla segura para no errar.» «Conservar las antiguallas tanto que
se pueda, y aunque algunas parezcan ser ridiculas es porque no penetran
bien su objeto.»

El interés que el ordenamiento e instituciones andorranas va desper-
tando por doquier, se ve acrecentado ahora con la publicación de estas
dos obras, cuyo contenido extractado snpra, puede servir de índice de su
meritorio valor. Con mayor peso en lo histórico, en el libro de VIDAL,
con un magnífico y resumitivo prólogo de PoRCiOLES y con mayor dedi-
cación a lo legal y positivo en RIBERAYGUA, cuyo prólogo corresponde a
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la mano maestra de GASSIOT, las dos obras responden a necesidades
diferentes que satisfacen plenamente cada una en su campo y finalidad.

Por lo demás, la obra de RIFERAYGUA, verdadero Digesto analítico
del Derecho positivo andorrano, expuesto con completo carácter exhaus-
tivo, constituye hoy el libro indispensable para el conocimiento teórico o
práctico del Derecho andorrano.

J. L. VILLAR PALASI.

PÉREZ HERNÁNDEZ, A.: Naturaleza jurídica del recurso de agravios. Pu-
blicaciones del Consejo de Estado.—Madrid, 1950.—35 páginas.

La novedad del recurso de agravios en el ordenamiento jurídico-ad-
ministrativo español presenta cierto contraste con la serie de estudios
de carácter general o especial de que ha sido objeto hasta la fecha. Ello
explica un interés por la institución, determinado principalmente por
cuanto puede significar de garantía de legalidad en la acción adminis-
trativa y por las posibilidades que pudiera ofrecer en favor de esta mis-
ma tendencia. Corren tiempos en los que es preciso reconocer a la Ad-
ministración pública unas prerrogativas excepcionales, de carácter cir-
cunstancial o extraordinario en ciertas materias, más o menos perma-
nentes en otras, y ambas consecuencia de los fines que debe cumplir
y de los asuntos encomendados a su gestión, no siempre por propia
iniciativa, sino por las necesidades derivadas de las nuevas formas de
organización social y económica. La Administración va dejando de ser
un sujeto pasivo, en pura contemplación ante las necesidades sociales,
para colaborar activamente en el mejoramiento de las condiciones de
vida y en el desarrollo de los fines de la comunidad nacional. De aquí
que, si bien no debe coartarse la actividad administrativa con la rigidez
que algunos pretenden, por un complejo sobrecargado de frenos y de
resistencias, ni tampoco quepa admitir en los individuos pretendidos
derechos que sean un obstáculo al bien común, cuya tutela y satisfac-
ción corresponde en buena parte a los servicios administrativos, sí es
preciso que la Administración se integre, cualesquiera que sean las ma-
nifestaciones de su actividad, en un orden jurídico, que actúen sus ór-
ganos sin excederse del círculo de la competencia que tienen atribuida
y que su acción se someta a las normas de procedimiento que son a un
tiempo garantía de legalidad y de acierto en sus resoluciones.

El Consejo de Estado inicia sus publicaciones de carácter doctrinal
con el estudio de PÉREZ HERNÁNDEZ, que sin duda alguna es lo más com-
pleto de cuanto se conoce sobre la naturaleza jurídica del recurso de
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agravios. La exposición se desenvuelve de acuerdo con una sistemática
y una terminología muy precisas; los conceptos son manejados en su
propia significación, y los materiales que se utilizan son aprovechados
en perfecta concordancia con la tesis que se defiende.

Veamos el contenido del estudio. El recurso de agravios se crea por
la Ley de 18 de marzo de 1944, que restablece el ejercicio de la juris-
dicción contencioso-administrativa respecto de las resoluciones de la Ad-
ministración del Estado. Entre otras materias, la Ley exceptuaba de la
competencia de la jurisdicción de lo contencioso «las resoluciones de la
Administración Central en materia de personal», revisables mediante el
recurso de agravios ante el Consejo de Ministros, que decidirá previo
informe del Consejo de Estado (art. 4.ü).

La innovación de la Ley se dice justificada por dos razones : la ex-
traordinaria acumulación de recursos preparados en el largo período de
interrupción impuesto por la Guerra de Liberación, y otra, de carácter
político, concretada en el deseo del Gobierno de mantener el control
sobre sus funcionarios en el período de revisión política y de exaltación
de la idea de servicio. En la configuración actual del recurso, sólo esta
última fundamentación fue realmente la determinante del sistema. Por
ello dice PÉREZ HERNÁNDEZ que aquellas dos razones, de carácter cir-
cunstancial, quedaban satisfechas por el recurso de agravios. De un lado,
encomendando al C. de E. el estudio de los litigios relativos al personal,
«se alivia a la jurisdicción contencioso-administrativa de un enojoso vo-
lumen de asuntes poco trascendentes y atribuíbles más bien a errores
de la Administración que a verdaderas conculcaciones de derecho»; de
otro, reservando al C. de M. la decisión del recurso, se establecía un
sistema de jurisdicción retenida capaz de equilibrar en cada caso los
intereses políticos y las razones jurídicas.»

El recurso de agravios, un germen en la Ley de 18 de marzo de 1944,
sin verdadera reglamentación, permitía configuraciones diversas, de las
que en buena parte había de depender su viabilidad, eficacia y perma-
nencia. El problema básico a resolver por el C. de E. fue, pues, el de
la naturaleza jurídica del recurso. ¿Respondía a una de las categorías
tradicionales? ¿Convenía enmarcarlo en el régimen jurídico de alguna
de ellas? ¿Gozaba de condiciones y de fines con propia sustantividad?

A este fin se manifestaron dos tendencias. La que puede calificarse
de conservadora consideraba el recurso como una parte del contencioso-
administrativo, atribuida a una jurisdicción distinta de la ordinaria;
otra defendía la tesis de que el recurso constituía un instrumento nue-
vo, cuyos contornos debían precisarse jurisprudencialmente. El funda-
mento en que se apoyaba la primera no era otro que una interpreta-
ción del motivo aceptado por el legislador, cual era el de descargar
al T. S. de un volumen enojoso de asuntos de poca monta (preámbulo
de la Ley de 1944), y el carácter sustitutivo que se le daba respecto del
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contencioso (Orden de la Presidencia de 3 de julio de 1944). Las con-
secuencias inmediatas eran las de que en todo lo no previsto por la Ley-
de 1944 (art. 4.°) había que estar a lo establecido en la de 1894 y que
sólo procedía el'recurso contra las resoluciones en que concurrieran los
requisitos exigidos por el artículo 1.° de esta última, en especial el ter-
cero, la lesión de derecho administrativo, como base del recurso y de-
terminante de su naturaleza. El C. de E., durante la primera época,
aceptó esta postura, y en diversos dictámenes declaraba el carácter sus-
titutivo y se refería a los requisitos de la Ley de 1894, especialmente
al tercero.

En contra de esta postura se señalan razones teóricas y prácticas.
Aun en el supuesto de admitir el carácter sustitutivo del recurso de
agravios, no ha de concluirse que tenga que ser de la misma naturaleza
que el sustituido; en el preámbulo de la Ley de 1944 se habla de sus-
tituir la jurisdicción, no de sustituir recursos; igualmente, el legislador
establece una distinción básica entre «errores de la Administración»
(motivos objetivos) y «conculcaciones de derecho» (lesión de derecho
subjetivo). Por ello, la única interpretación admisible en este punto es
la de que la unión de ambos recursos en la Ley es meramente formal
y por razones de oportunidad. En el orden práctico, o se aceptaba por
el C. de E. y el de Ministros la jurisprudencia del T. S., en cuanto a
las condiciones y características del recurso, lo cual sería anómalo, o se
llegaría a producir una divergencia en la doctrina que, a la larga, aca-
baría por distanciar tanto a los dos recursos, que nada tendrían de
común.

Admitido que el recurso de agravios es un nuevo medio de impug-
nación, ¿cuáles son sus notas características? ¿Es un recurso adminis-
trativo o jurisdiccional? Si la naturaleza del recurso se determina por el
órgano llamado a resolver, nos encontramos con un recurso gubernativo
o jerárquico. Sin embargo, el concepto de jerarquía y las facultades
o poderes propios del órgano superior, respecto de los actos del infe-
rior, no se corresponde con la posición y facultades del C. de M., como
órgano a quien corresponde la resolución de los recursos de agravios.
El órgano superior puede conocer de lo reglado y de lo discrecional,
de las cuestiones de hecho y de las de derecho; en el recurso de agra-
vios no ocurre lo mismo, porque sólo puede fundarse en motivos ju-
rídicos, vicio de forma o infracción legal, nunca en razones de oportu-
nidad o en móviles de otra índole. «Si, pues, se funda en motivos jurí-
dicos, es porque su finalidad es la de ejercer sobre la Administración
un control jurisdiccional, un control que asegure la realidad del estado
de derecho, y, por lo tanto, se trata de un recurso jurisdiccional.» Aho-
ra bien, no todo recurso jurisdiccional puede calificarse propiamente
de contencioso en el sentido de que tenga que desarrollarse en forma
de contienda y ante un Tribunal independiente; y ello porque en con-
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sideración de razones políticas, amparadas en otras especulativas sobre
la división de poderes y la necesidad de especialización, surgieron los
conceptos de jurisdicción retenida y delegada, aunque mientras con la
primera solución se trata de salvaguardar sólo el principio, con la se-
gunda sólo se conserva la palabra jurisdicción, pues el control jurídico
queda supeditado a los intereses políticos. Esto es lo ocurrido con el
recurso de agravios; se le configura como jurisdiccional, pero en razón
del momento, de formación del estado nuevo, se adopta el sistema de
jurisdicción retenida.

Calificado como recurso jurisdiccional, ¿tiene carácter subjetivo u
objetivo? La determinación de esta nota es de una importancia extra-
ordinaria, por cuanto afecta a los legitimados para deducirlo, al objeto
y a los efectos del recurso. En cuanto a la primera cuestión, ni es im-
prescindible la titularidad de un derecho subjetivo que sirva de funda-
mento a la reclamación, ni el recurso es un instrumento asimilable a
la acción popular.

El carácter objetivo viene determinado por la propia Ley cuando
preceptúa que el recurso sólo podrá fundarse en vicio de forma o in-
fracción expresa de una ley, un reglamento u otro precepto adminis-
trativo. En apoyo de la tesis del carácter objetivo, señala el autor que
no existe un derecho subjetivo a las formas, ni un derecho subjetivo
al cumplimiento por la Administración de las disposiciones que regu-
lan su actividad. Sin embargo, nos parece útil recordar que la doctrina
(así, RONNARD) habla de un derecho subjetivo a la legalidad; y esta
misma conclusión podría obtenerse analizando la jurisprudencia conten-
cioso-administrativa de nuestro T. S. sobre sus atribuciones en materia
de competencia y de procedimiento. Aun en el supuesto de que no exis-
ta en el recurrente verdadero derecho subjetivo de carácter administra-
tivo que pueda haber sido lesionado por la resolución que se impugna,
basta su alegación para que si el acto administrativo ha sido adoptado
con incompetencia o con vicio sustancial de procedimiento, el Tribunal
examine las infracciones y, en su caso, declare la nulidad del acuerdo.
Por último, no existe el peligro de que el recurso se convierta en una
acción popular, porque se exige la existencia de un interés personal,
directo y legítimo. Esto es admisible; no todo recurso objetivo implica
el reconocimiento de una acción pública.

La tesis del carácter jurisdiccional objetivo del recurso de agravios
se viene admitiendo mediante una evolución definida por la doctrina
del C. de E. A juicio de PÉREZ HERNÁNDEZ, se pueden señalar tres eta-
pas : 1) El Consejo se limita a calificar el recurso de extraordinario,
con lo que se pretendía que las resoluciones susceptibles de impugna-
ción fueran definitivas, sin necesidad de recurrir al artículo 1.° de la
Ley de 1894. 2) Se aplica el artículo 4.° de le Ley de 1944, admitiendo
el recurso fundado en vicio de forma, con lo que se «establecía una base
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magnifica para sostener que la finalidad del recurso era más amplia que
la protección de derechos subjetivos, apuntando más bien a la defensa
de la legalidad» y facilitando su admisión por infracción legal, sin ne-
cesidad de que existiera lesión de derechos subjetivos. Al mismo tiem-
po que se ampliaba la base objetiva, tenía que ensancharse su ámbito
subjetivo, abordándose enlinces el problema de la legitimación; y
3) El C. de E. se pronuncia por la naturaleza objetiva del recurso, aun-
que sin llegar a todas sus c >nsecuencias, pues si bien admite la inter-
posición de recursos de agrá ios contra disposiciones de carácter gene-
ral, prescindiendo de la distinción clásica entre resolución y disposición,
no otorgó a las resoluciones de aquellos efectos erga omnes.

El recurso de agravios es, pues, de carácter extraordinario, jurisdic-
cional y objetivo. Las tres notas, dice, se resumen en una sola expre-
sión : recurso de anulación, ya que en ella va implícita la nota de obje-
tividad, es decir, el fundamento en motivos de legalidad; el control de
la legalidad administrativa es siempre, en buena doctrina, jurisdiccional;
y al control jurisdiccional no se puede llegar omisso medio (per saltum)
sino después de que la Administración haya pronunciado su última pala-
bra, o sea mediante un recurso extraordinario. El recurso de agravios
puede definirse como un recurso de anulación contra las resoluciones de
la Administración Central en materia de personal.

Finalmente, señala las diferencias entre las conclusiones obtenidas
y la realidad práctica, las causas circunstanciales que las motivan. Por
último, hace unas consideraciones de lege ferenda, cuya realización «ha-
rían del recurso un medio eficaz y rápido para conseguir que las auto-
ridades administrativas obrasen siempre dentro de la esfera de su com-
petencia, con arreglo a procedimiento y respetando la jerarquía de las
normas, que es la mejor garantía para los administrados en un Estado
de Derecho».

E. SERRANO GUIRADO.
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II.-NOTICIA DE LIBROS

MEMBIELA GUITIÁN, A. : «La munici-
palización de servicios públicos. Es-
pecialmente referida al abasteci-
miento de agua de las poblaciones».
Prólogo del Excmo. Sr. D. Carlos
Ruiz del Castillo.—Publicaciones del
Instituto de Estudios de Adminis-
tración Local. .— Madrid, 1950. —
191 páginas.

El Instituto de Estudios de Admi-
nistración Local nos ofrece una mo-
nografía sobre tema tan interesante y
discutido como el de la municipali-
zación de servicios públicos. El señor
Membiela, por su parte, ha contribui-
do meritoriamente analizando y resu-
miendo con la guía de su experiencia,
las cuestiones de mayor interés en toda
municipalización de servicios públicos.

La municipalización implica la ges-
tión directa de un servicio público por
el Municipio o Municipios interesados,
en base a indudables motivos de utili-
dad social.

El autor divide su trabajo en dos
partes: general y especial. La primera,
viene a resumir, con alguna referencia
a la doctrina nacional y extranjera, los
conceptos y teorías más defendidos so-
bre la municipalización; sus elemen-
tos determinantes; órgano, y formas de
la misma.

En cuanto a los elementos, distingue
los de signo positivo y los de signo ne-
gativo. Entre los primeros, analiza los
siguientes: el fin social; el mejora-
miento del servicio; el fin económico;
el interés de la higiene y de la salubri-
dad públicas; la desgravación fiscal;
y la permanencia o la continuidad de la
prestación del servicio. De signo nega-

tivo, se señalan: el abuso de las em-
presas; el monopolio de heclw, y la
insuficiencia de la iniciativa privada.

En relación al órgano se estudia
su aptitud como tal, y la que se refiere
al elemento personal que Úena de con-
tenido humano la constitución del órga-
no mismo, para establecer las condicio-
nes de eficiencia que han de concurrir,
determinantes en principio, de la de las
distintas formas de municipalización.

Estas las clasifica en los siguientes
grupos:

A) Por su constitución orgánica:
a) Administración directa: a') pro-

pia (gestión por el Municipio por me-
dio de sus órganos normales), y 6') es-
pecial (gestión por el Municipio por
medio de Comisiones, Directorios o
Consejos).

b) Administración indirecta (empre-
sa municipal autónoma que adopte la
forma de Sociedad privada).

B) Por su posición ante la libertad
de industria y comercio:

a) Explotación excluyeme (con mo-
nopolio) y concurrente (sin monopolio).

C) Por su ámbito funcional:
a) Empresa municipal no cooperan-

te (un sólo Municipio) y cooperante (va-
rios Municipios).

D) Por la naturaleza y alcance de
las aportaciones:

a) Empresa simple: Fondos y bene-
ficios públicos.

b) Empresa mixta: a') Típica (fon-
dos públicos y privados y administra-
ción y beneficios comunes), y 6') Espe-
cífica (empresa privada con participa-
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ción del ente público en los beneficios).
F.n la parte especial se estudia la mu-

nicipalización del servicio público de
aguas, dedicando un capitulo a consi-
deraciones generales y al desarrollo en
la doctrina en la legislación y en la
práctica extranjera.

La exposición y crítica de nuestra le-
gislación general y especial sobre la
municipalización del servicio público de
aguas y los resultados de su aplicación
en las poblaciones de tipo urbano y ru-
ral constituyen la materia fundamental
del estudio que se realiza y cuyo cono-
cimiento da de ser cíe gran utilidad para
cuantos tengan que intervenir en la eje-
cución de las facultades que en este or-
den gozan las entidades municipales.

Especial interés ofrecen las conside-
raciones sobre los servicios intermu-
nicipales y los interprovinciales, o las
llamadas por los ingleses áreas de capta-
ción; su diferencia de la provinciali-
zación de servicios; y los eficaces resul-
tados que ofrecen ciertas experiencias
nacionales, como el Consorcio constituí-
do por la Diputación de Zaragoza y va-
rios Municipios de la misma provincia.

En las conclusiones se resume el con-
tenido de la obra, reflejando el autor
su criterio sobre las cuestiones más de-
batidas. Un breve índice de bibliogra-
fía cierra la publicación.

En el jugoso prólogo del profesor
Ruiz del Castillo se hacen consideracio-
nes muy instructivas para la valoración
de las diversas tendencias sobre )a exis-
tencia y funciones de los Municipios.

E. S. G.

BIELSA, Rafael: «El acto jurisdiccio-
nal en la Administración pública
(con referencia al orden fiscal)».
Universidad Nacional del Litoral.
Rosario, 1949. 35 páginas.

El eminente maestro del Derecho ad-
ministrativo argentino, siempre ha mos-
trado predilección por los temas del
proceso administrativo y, en general, por
el problema de las garantías del par-
ticular. Entre sus producciones recien-
tes, merecen citarse: «El orden político

y las garantías constitucionales», Bue-
nos Aires, 1943; «Sobre algunas atribu-
ciones del Poder ejecutivo», 'Buenos
Aires, 1945; «La jurisdicción contencio-
so-administrativa», Rosario, 1948 (en que
estudia la reciente Ley argentina de 30
de septiembre de 1948); un interasante
artículo titulado «Conceptos jurídicos y
terminología», publicado en La Ley el
22 de octubre de 1949, y aparte de los
trabajos que incesantemente viene pu-
blicando en el Anuario del Instituto de
Derecho Público, el infatigable inves-
tigador, el interesante folleto de que hoy
queremos dar noticia.

Como señala su título, se refiere es-
pecialmente al Derecho fiscal, otro de
los temas que últimamente vienen ocu-
pando la atención de BIEI.SA, por lo que
empieza haciendo unas consideraciones
sobre la actividad administrativa fiscal,
resaltando la distinta posición que adop-
ta la Administración en la función fiscal
respecto de las restantes funciones. Mien-
tras que los servicios públicos en gene-
ral, aun cuando sean creados por la
Ley, constituyen la esfera propia de la
actividad administrativa —que los orga-
niza, dirige y revisa—, en la función
fiscal la Administración pública no hace
más que ejecutar la Ley tributaria sirr
consideración a la función específica de
realizar los servicios públicos. «La de-
terminación del impuesto jurídicamente
no tiene otro carácter que el de una
declaración de certeza, requisito indis-
pensable para ejecutar la ley.» El acto
de la Administración fiscal, que es de-
clarativo y no constitutivo, no es un acto
jurisdiccional. Para precisar esta afir-
mación, se trata de deslindar el acta
jurisdiccional del acto administrativo.

Para que exista acto jurisdiccional lo
que importa, según BIELSA. «es que se
invoque la lesión de un derecho o inte-
rés legítimo, y que la autoridad decida
o declare el derecho.» No existe acti-
vidad jurisdiccional en la que desarrolla
la Administración para comprobar si un
contribuyente ha transgredido una dis-
posición legal, ni tampoco en la que se
encamina a determinar el impuesto;
pero sí la hay cuando se resuelve un
recurso entablado por el particular. Por
tanto, podrá incluirse la actividad desa-
rrollada para resolver recursos adminis-
trativos entre las jurisdiccionales, pese a
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que en estos casos le faltan al órgano de-
cisor los caracteres de independencia e
imparcialidad necesarios para que se dé
una auténtica actividad jurisdiccional; el
órgano que decide un recurso adminis-
trativo es parte interesada en la con-
tienda, a] que le interesa sobre todo eli-
minar un obstáculo, de análoga manera
—y así lo reconoce BIELSA unas páginas
después—, a cuando instruye la Admi-
nistración un sumario para determinar
la culpabilidad de un empleado y des-
tituirlo, en todos estos supuestos la fi-
nalidad de la Administración no es ha-
cer justicia, no es ver si las pretensio-
nes se encuentran o no fundadas, sino
poder cumplir debidamente los fines de
interés general.

Cierra la obra un interesante aparta-
do dedicado a la «cosa juzgada» en lo
administrativo. Con razón se critica la
posición que ha aplicado la terminolo-
gía «cosa juzgada» a la teoría del acto
administrativo, para designar aquellos
casos en que ya no cabe recurso alguno
contra un acto administrativo. Como
afirma el Profesor argentino, hay cosa
juzgada cuando ha habido juicio, es de-
cir, controversia y decisión formal, ya
sea que la controversia haya terminado
en sentencia, ya sea que el juez haya
homologado las pretensiones de las par-
tes. Tal introducción del término de
cosa juzgada al campo administrativo ha
sido explicable —como ha afirmado
LIEBMAN— en el Derecho germánico, en
que se expresa la cosa juzgada con
una palabra «Rechtskraft», que traduci-
da literalmente tiene un significado muy
genérico, en cuanto sólo quiere decir
fuerza juridica, y a pesar de esto la
generalidad de' la doctrina alemana ha
adoptado una prudente actitud negativa
respecto a la aplicación de la expresión
en el Derecho administrativo. Pero en
el Derecíio francés, en el italiano y en
el español en que se ha empleado para
designar la eficacia de la sentencia, la
expresión «cosa juzgada» no debe apli-
carse para designar la eficacia de los
actos administrativos.

La obra de BIELSA nos ofrece un con-
junto de interesantes problemas de la
fiscalización de la actividad administra-
tiva fiscal, presentando una serie de so-
luciones en general aceptables.

Jesús GONZÁLEZ PÉREZ

Ruiz ALMANSA, Javier : «Análisis es-
dístico de los municipios minúscu-
los de España». Instituto de Estu-
dios de Administración Local. Ma-
drid, 1950. Páginas 197.

El principio uniformista que, salvo
contadas excepciones, inspira a nuestra
legislación municipal, choca con la rea-
lidad social, que muestra una variedad
extraordinaria de entidades municipales.
Si para la ley todos los Municipios vie-
nen a tener un régimen unitario, la rea-
lidad demuestra varios grupos, cada uno
de los cuales exige un régimen especí-
fico. Uno de estos grupos lo constituyen
los de población inferior a 1.001 habi-
tantes, que fe estudian, desde un punto
de vista estadístico, en este volumen que
lleva el número II de las «Monografías
Estadísticas sobre población, economía
y servicios de las Corporaciones Loca-
les» que viene editando el Instituto de
Estudios de Administración Local.

Se resalta la importancia de este es-
tudio, porque ninguna de estas peque-
ñas entidades municipales atrae por sí
sola la atención de los estudiosos, ni
de los técnicos o gobernantes, pese a que
todas juntas integran una masa de po-
blación española situada en condiciones
desfavorables para la vida colectiva de
las sociedades contemporáneas. Y para
resaltar más estas circunstancias, se acu-
de en ocasiones a la comparación con
otros municipios de más importancia.

El primer capítulo de la obra lo cons-
tituyen unas breves páginas dedicadas,
bajo la rúbrica «Planteamiento del tema»
a precisar la diferenciación entre pobla-
ciones urbanas y rurales, para lo cual
se estima indispensable proceder a un
análisis previo de los grupos de muni-
cipios que presentan cierta homogenei-
dad de contextura, bien sea por su si-
tuación geográfica, o por sus caracteres
demográficos y económicos, o por moti-
vos de índole histórica.

El segundo capítulo está dedicado a
localizar geográficamente a los peque-
ños Municipios, intercalándose un mapa
que permite dar una idea de su situa-
ción, para abordar después, en el ter-
cer capítulo, el problema de la evolu-
ción histórica de los mismos.

El cuarto capítulo, en el que el autor
se plantea el problema de si tienen los
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Municipios minúsculos una estructura
económica propia correlativa de la es-
tructura particularísima que tienen en el
aspecto demográfico, se dividen en los
siguientes apartados:

1. Superficie productiva de los tér-
minos municipales.

11. Zona de regadío.
III. Zona forestal.
IV. Población dedicada a trabajos agrí-

colas.
V. Producción agrícola en miles de

quintales métricos.
VI. Ganadería.

VII. Explotaciones industriales.

Las «Finanzas de los Ayuntamientos
minúsculos», es el título del capítulo V,
dividido en los siguientes apartados:
AK Presupuestos; Bi. Deuda munici-
pal: C.i. El Patrimonio Municipal;
Di. Contribuciones directas.

Cierra el libro el capitulo dedicado
a la situación de los servicios municipa-
les, en el que se pone de manifiesto el
deficiente estado de los mismos, en con-
traste con los servicios de lo? Munici-
pios de mayor número de habitantes.
Son por demás expresivos los datos que
nos muestra la estadística. Si hay que
reconocer una indudable diferencia en
la situación de los servicios municipa-
les según la importancia de la entidad,
esto no puede justificar en modo algu-
no que en los pequeños Municipios fal-
ten servicios tan fundamentales como
son, por ejemplo, los de agua, alcanta-
rillado, electricidad, etc.

Al final de la obra, un apéndice esta-
dístico nos permite comprobar directa-
mente, por provincias, a través de los
cuadros numéricos generales de que cons-
ta, las cuestiones tratadas en el texto.

G. P.

CASTKJÓN v MARTÍNEZ DF. ARIZALA, Fe-
derico : «Faltas penales, gubernati-
vas y administrativas». Instituto de
Estudios de Administración Local.
Madrid. 1950. Páginas 285.

•En dos partes divide el prestigioso Ma-
gistrado del Tribunal Supremo, don FE-

DERICO CASTEJÓN, esta interésame y com-
pletísima monografía: la primera, de-
dicada a la distinción de faltas penales,
gubernativas y administrativas, en la
teoría y en la práctica. La segunda,
recoge la vigente legislación penal y
procesal sobre faltas, con sus preceden-
tes, y una referencia, que podemos con-
siderar exhaustiva, a la jurisprudencia
recaída sobre la materia.

En esta breve rescensión, dada la na-
turaleza de la Revista desde la cual se
hace, vamos a ocuparnos únicamente del
contenido del apartado III y del V de
la parte primera, que se refieren, res-
pectivamente, a «La función de policía y
el Código de Policía o de Faltas» y a
«Faltas administrativas y gubernativas».

Al estudiar la función de policía: se
señalan las posiciones de JORDANA DE
POZAS y MKKDKZ AI.ANÍS, para después
citar la que mantiene SABATINI en el
[\'iwvo Digesto Italiano, que distingue
entre Policía administrativa, de seguri-
dad y judicial, cuyos conceptos se trata
de precisar con criterio acertado y una
referencia muy completa a la bibliogra-
fía francesa y anglosajona. Siguiendo a
CASAL ÜE ÍN'IS. se distinguen los medios
que lradicio/>almente ha considerado la
doctrina administrativa : uno, preventi-
vo (conocimiento de la situación de la
localidad que sirve, modo de vivir, liá-
l)ilo« y costumbres de sus moradores,
etcétera", y otro, represivo (tan pronto
conozca la comisión de algún hecho pu-
nible, extrema las inventivas y procedi-
mientos que conduzcan a la captura del
delincuente o delincuentes!. De esta enu-
meración de funciones se infiere que se
emplea el concepto de Policía en un
-entido estricto, refiriéndose especial-
a la Policía judicial.

Más interesante es aquella parte d>-
la obra qup trata de deslindar los con-
ceptos de falla penal, por un lado, y
falla gubernativa y falta administrativa,
por otro. «La falta gubernativa —se
dice- constituye una zona intermedia
entre lo disciplinario y lo administrati-
vo, de cuyo- caracteres participa a la
vez; en lo relativo al primero, por lo
que significa de mantenimiento y refor-
zamiento de la autoridad y atribuciones
del superior, y en lo referente al segun-
do, por cuanto se impone sin forma de
inicio, y además constituye en alguno?
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casos infracción de normas generales,
como la falta a la moral o a la decen-
cia pública, que pueden corregir los go-
bernadores civiles.» «La falta adminis-
Irativa, constituida en la mayoría de los
casos por infracción a la policía muni-
cipal, provincial o general, es la que
presenta mayores dificultades para su
diferenciación de la falta penal.» Para
diferenciarlas se sigue un criterio cien-
tífico y un criterio práctico, üesde el
primero se recoge especialmente el cri-
terio de la doctrina italiana (sobre to-
do, la posición de VANNINI, ZANOBINI y
BATTACLIM) y el de los españoles ROYO
V».LANOVA y GUENECHEA. Desde un pun-
to de vista práctico, se van exponiendo
las distintas posiciones, así la de la cla-
se de la norma infringida, la de la gra-
vedad de la sanción imponible, la del
grado de ejecución de la infracción, la
que se fija en la forma del planteamien-
to del caso y la del carácter delictivo
d« los hedió?, para terminar diciendo
que la facultad de las autoridades ad-
ministrativas para corregir faltas de di-
cho orden se refiere tan sólo a la san-
rión de las infracciones de carácter ad-
ministrativo, que son únicamente las
que no estén previstas en el Código pe-
nal, haciéndose unas interesantísimas
observaciones para el caso do doble san-
ción del hecho, o sea, cuando al mismo
tiempo estuviere previsto en el Código
penal y en las Ordenanzas administrati-
vas, basándose en la doctrina sentada en
los decretos resolutorios de competen-
cias.

Por último, queremos hacer referen-
cia a las páginas dedicadas a la existen-
cia de un Derecho penal administrativo,
al que se había referido de un modo
brillante SPIECEI. en un manualito ver-
tido al castellano por Javier Conde.
Este Derecho penal administrativo pue-
de tomar frente al Derecho penal ge-
neral clásico dos actitudes: al. coexis-
tir con él, como sucede en España;
b), absorber la definición y castigo de
las faltas, como ocurre en los países que
han redactado el Código de Policía. Es-
tas dos actitudes son examinadas con de-
tenimiento en la obra, fijándose espe-
cialmente en las razones y circunstan-
cias que llevan a la absorción de lo pe-
nal por lo administrativo.

He aqui un trabajo que, sin olvidar

el Derecho positivo y haciendo referen-
cia constante a la jurisprudencia del
Tribunal Supremo y a la contenida en
los decretos de competencia, aborda in-
teresantes problemas doctrinales, em-
pleando un correcto método y un acer-
tado criterio científico.

J. G. P.

MOKO, Nfincsiü : «Debe-
res, faltas y sanciones de los fun-
cionarios municipales». Imprenta
provincial de Vizcaya. Bilbao, 1950.
Páginas 312.

Antes de entrar a estudiar el objeto
del tema se hacen unas breves indica-
ciones de carácter general acerca del
concepto de funcionario municipal y de
\a relación jurídica de empleo público,
en que se recogen, bien sistematizadas,
las afirmaciones que podemos encontrar
en cualquier manual de Derecho admi-
nistrativo.

El capitulo 111 se ocupa de los debe-
res del funcionario, empezándose por
?eñalar la razón de preferir el término
deber respecto del término obligación
y clasificando los distintos deberes aten-
diendo a varios criterios, para después
hacerlo de un modo extenso por razón
del contenido. Una vez expuestas estas
nociones generales, pasa el autor a ex-
poner los deberes que señala la Ley a
secretarios, interventores y depositarios
de la Administración local.

Las faltas se estudian siguiendo la
enumeración que hace nuestro Derecho
positivo, distinguiendo entre faltas gra-
ves y leves. Unas breves consideracio-
nes nos hacen ver el concepto de cada
una de ellas, acudiendo frecuentemente
a la doctrina jurisprudencial. Ahora
bien, la referencia a la jurisprudencia
que continuamente se observa no agota,
ni mucho menos, las decisiones de nues-
tro Tribunal Supremo recaídas sobre la
materia. Y en ocasiones se recogen cier-
tas sentencias que tienen un valor se-
cundario respecto de otras en que se
contiene una declaración más funda-
mental y general, que se omiten. Cree-
mos que debía haberse cuidado un po-
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co más esta selección de resoluciones
jurisprudenciales, a fin de poder haber
ofrecido al lector aquella» que tuvieren
un valor general o fundamental en la
regulación de cada falta.

Las sanciones es el objeto del capitu-
lo V, en el que, después de unas no-
ciones generales sobre la responsabili-
dad de lo? funcionarios, la independen-
cia de la acción punitiva administrativa
de la ejercida por los Tribunales y la
inamovilidad, se estudia con detenimien-
to y buen sistema la competencia y el
procedimiento en las sanciones discipli-
narias. La obligación de pasar el tanto
de culpa a los Tribunales bi hay indi-
cio de delito, las sanciones, la cesación
de sus efecto-, la prescripción de faltas
y sanciones y las consecuencias de la
aplicación de las sanciones indebidas,
son los epígrafes de los restantes apar-
tados del capítulo.

Un último capitulo está dedicado a
los recursos contra la imposición de san-
ciones, para después, en un apéndice,
recopilar las más importantes disposicio-
nes referidas al tema, lo que da a la
obra un valor práctico indudable.

J. G. P.

JOSÉ SHA AN : «Tratado del impuesto
municipal de Plus Valía». Doctrina,
legislación vigente, jurisprudencia y
comentarios. Librería Bosh. Barce-
lona, 1950.

Con un loable intento de perfección,
la obra contiene un estudio doctrinal,
seguido por los antecedentes, normas
sustantivas y procedimentales de esta
forma impositiva.

El arbitrio de plus valía, cuyo interés
es cada día creciente, constituía frente
al impuesto de Derechos reales —cuya
secuela en el ámbito municipal viene
en definitiva a ser— un tema de estudio
seiniolvidado, en contraste evidente con
la imposición de Derechos reales, a la
que en España se han dedicado bastan-
tes libros. Manifestación el arbitrio de
plus valía, de un superior principio
—conectado no sólo a la Administra-

ción fiscal, sino a la total Administra-
ción pública— de la igualdad de cargas
tributarias, encierra un matiz propio y
específico, en cuanto implica un grava-
men versando sobre un «unearned mo-
neyo, derivado no ya de una revalo-
ración general del activo nacional por
elevación de precios, sino de aumentos
de valor derivados del progreso local
y de ahí su específico carácter y natura-
leza de imposición local, constituyendo
—en cuanto a su alcance, naturalmen-
te— una escala intermedia entre la im-
posición de revaloraciones de activo, por
aumento de precio en el país y la llama,
da contribución especial.

La obra del autor constituye una no-
table aportación, por cuanto partiendo
de un conocimiento exacto de la impo-
sición de Derechos reales —supletoria
en defecto de norma de la relativa a
la plus valia— se analiza con detalle y
precisión cada uno de los supuestos,
engendradores del devengo de plus valía.

Alguna observación de detalle exclu-
sivamente cabría hacer. Por ejemplo, en
lo referente a la nomenclatura adoptada
por el autor estrictamente jurídica y
en contra de las clasificaciones tradicio-
nales de los hacendistas, al calificar al
arbitrio de plus valía de contribución
sobre el capital, si bien la subsiguiente
explicación aminora la excepcional ter-
minología. El hecho simple de que la
base imponible la constituya un capital,
no implica que se trate de un impuesto
sobre el capital; nadie duda que la
contribución de Utilidades, tarifa III, es
una contribución cedular sobre renta o
más apropiadamente sobre producto, y,
>in embargo, existe también la modali-
dad de imposición sobre capital míni-
mo. Se trata de un mero artificio a efec-
tos de liquidación, pero nunca a efectos
de gravamen. También hubiera sido pre-
ferible quizá el empleo de términos
más adecuados en cuanto a la dicotomía
en el solvens, establecida en la regula-
ción del arbitrio, en lugar de calificar
al deudor material de sujeto obligado
al pago, que preferiblemente es de apli-
cación a los titulares expresados en el
art. 107 del Decreto de Haciendas lo-
cales. Algún otro matiz precisaría más
extensa aclaración, v. gr., el relativo al
momento de devengo del arbitrio cuan-
do existen aportaciones de inmuebles a
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Sociedades y existe un lapso interme-
dio entre aportación real y elevación a
escritura pública, donde el criterio del
autor no parece prima facie compatible
con la tesis —acertada y claramente
expuesta— del momento de devengo en
las transmisiones en general.

Prescindiendo de estos matices, que
en nada pueden disminuir el valor de
una obra de más de 60Ü páginas, dedi-
cadas exclusivamente a un exhaustivo
análisis del tema, no vacilamos en augu-
rar al libro el calificativo de imprescin-
dible a quienes, de lejos o de cer-
ca, sientan la preocupación sobre esta
forma tributaria.

V. P.

Al-BIÑANA tJARCÍA-QulNTANA, CÉSAR :
«Tributación del beneficio de la em-
presa y sus partícipes». Prólogo del
Excmo. Sr. ü . José Larraz. Revis-
ta de Derecho Mercantil 1949. 917
páginas.

Responde el libro de CKSAR ALHIÑANA
a un plausible intento cual es de dar
sistemática científica al conglomerado
legal de la Contribución de Utilidades
en su Tarifas 11 y III. No se trata, sin
embargo, de una obra de pura trayec-
toria teórica. El máximo acierto del
autor ha sido, sin duda, fundir en una
sola labor dos aspectos difíciles de con-
jugar : el teórico, imprescindible, y el
práctico, qué da vitalidad y jugo a la
elucubración pura. El estudio de la na-
turaleza fiscal del impuesto, de la re-
lación jurídica tributaria, de la función
de la contabilidad son empresas típica-
mente teóricas, de las que, empero, el
autor extrae provechosas consecuencias
en el orden práctico.

Divide el autor su libro en cinco tí-
tulos y un título adicional, con las
siguientes materias, respectivamente:
Conceptos previos, tributación del be-
neficio de la empresa, tributación del be-
neficio de los partícipes, administra-
ción de la contribución, concurrencia
de soberanías fiscale.% y conciertos eco-
nómicos.

El título primero, relativo a concep-

tos previos, expone la terminología tri-
butaria, contabilidad y balance, sujeto
pasivo de la imposición y relación jurí-
dico-tributaría en sus aspectos de na-
cimiento, domiciliación hscal y extin-
ción. Es de señalar, en primer término,
en este título la sencillez con que se
abordan por el autor estos problemas
de indudable trascendencia, haciéndolos
asequibles a la generalidad de los lec-
tores, a modo de introducción del es-
tudio mas detallado posterior. Tercia m
la discusión sobre la naturaleza real o
personal de la Tarifa III de Utilida-
des, decidiéndose por calificar esta im-
posición de personal, basándose en la
indiscriminación del origen del bene-
ficio gravado, en el gravamen de la to-
talidad del beneficio social, exención de
mínimo de rentas —que equipara a las
amortizaciones autorizadas—, progresi-
vidad de la alícuota tributaria, y, en
general, en el parangón del impuesto
sobre la renta módulo sobre las perso-
nas físicas, comparado con la imposi-
ción de personas jurídicas.

Es cierto que, en principio, la tesis
del carácter real de esta imposición pa-
rece confundir el gravamen de la per-
sona física con el de la jurídica, a la
que, empero, en estricto derecho, co-
rresponde equiparar. Quizá también esta
confusión proceda de un olvido de nues-
tros tradicionales principios y legisla-
ción civiles, a los que el autor dedica
siempre preferente atención.

En cuanto a las típicas comunidades
de bienes y a las empresas individua-
les, la Tarifa III es, según el autor,
de acusada naturaleza cedular más fá-
cilmente visible en las empresas indi-
viduales que en las comunidades de bie-
nes. Y es de carácter real para estos su-
jetos tributarios, porque, en puridad,
grava determinados rendimientos par-
ciales por ellos obtenidos.

Escinde con ello la naturaleza de la
Tarifa III según que se trate de la
llamada imposición mínima sobre el ca-
pital, imposición sobre las primas de
seguros e imposición sobre el beneficio
neto. En cuanto a las dos primeras for-
mas tributarias, se inclina por la natu-
raleza real, dejando el atributo de per-
sonal a la clásica imposición sobre los
beneficios.

En lo que afecta a la Tarifa I y II de
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Utilidades se inclina por la considera-
ción de impuestos reales, con ligeros
atisbos de naturaleza personal.

Quizás más acertado en cuanto a esta
parte hubiera sido partir de un punto
de vista radicalmente distinto: la con-
sideración de impuestos personales ce-
dulares y gravámenes personales globa-
les. Ambos, sin duda, son impuestos
personales, sin que el mero calificativo
de cedular implique automáticamente el
carácter de impuesto real. La confu-
sión obedece a la idea de partida de
caracterizar al impuesto personal como
gravando sobre la suma algebraica de
las rentas que correspondan a una per-
sona. Ahora bien, es indiferente que el
impuesto recaiga sobre reñía global o
renta parcial. En definitiva, el meca-
nismo de impuestos cedulares —supues-
ta progresividad y subjetividad en la im-
posición—, implica tanto como el esta-
blecimiento de un impuesto global so-
bre la renta. El mismo juego del ín-
come tax británico da ejemplo de esta
consideración en su mecánica interna
de cómputo de beneficios. Existen tam-
bién en el income tax —cuyo carác-
ter personal es indiscutido— las típicas
schedules o cédulas, si bien consi-
deradas como simple contabilidad in-
terna para la obtención de la deuda
tributaria global.

Es elogiable la advertencia del autor
en este mismo título primero en cuanto
a la prudencia con que se ha de recibir la
jurisprudencia del Tribunal Económico-
administrativo Central referente a prue-
ba de dominio de fuentes rentísticas
(páR. 32).

Es asimismo acertada la distinción
que se establece en el capitulo segundo
entre el legitimado pasivo al pago y el
titular de la carga económica, aunque
quinas la definición dada en e*tos tér-
minos amplios pueda —en la doctrina
ireneral— inducir a cierta confusión,
toda vez que podría también referirse
al problema de índole económica y no
ya meramente jurídica del incidido real
en la imposición. Más bien podría haber-
se empleado el juego de los conceptos
jurídicos de pafto en nombre propio y
cuenta ajena. Es innovador y justo el
examen de la imposición de las socie-
dades de hecho. La critica que se reali-
za del Decreto de 22 de enero de 1944

es asimismo ajustada a una notoria rea-
lidad (pág. 75).

La extensión que en el capítulo ter-
cero se concede a la fuente de la obli-
gación tributaria es la exigida dentro-
del intento fundamental de la obra. El
estudio que se realiza en este capitulo
del nacimiento de la obligación tribu-
taria y de la domiciliación fiscal supo-
ne un conocimiento exacto de la legisla-
ción mercantil y civil, cuyas conexio-
nes con el Derecho fiscal —sobre todo
en cuanto a las Tarifas 11 y III— es in-
necesario resaltar. En cuanto al estudio
extenso que a la prescripción fiscal se
dedica, hubiera sido interesante quizás
un análisis de la naturaleza de excep-
ción renunciable en cuanto a la pres-
cripción ganada por la Administración
(pág. 109).

En el Título II se aborda el tema de
la tributación del beneficio de la em-
presa. Estudia el autor el problema de
la estimación del capital fiscal, diferen-
ciando las empresas según tengan capi-
tal determinado o indeterminado. Es
sumamente sugestivo e interesante el es-
tudio que se dedica a las reservas táci-
tas y ocultas y a su trato fiscal. Dis-
cutible es, en cambio, el carácter de
reservas de los llamados Fondos de Re-
versión de las empresas concesionarias
de servicios u obras públicas. La afir-
mación (pág. 179) de que la Tarifa III
recayendo sobre empresas individuales
no supone junto a la Contribución so-
bre la renta una doble imposición se
basa en el carácter real y personal, res-
pectivamente, de ambas forma; tribu-
tarias. Qui/.ás fuera más excelente mo-
tivo la consideración de nuestra Con-
tribución sobre la renta de CAKNER como
efectivo impuesto complementario y no
como impuesto global sobre la renta,
lo cual, aun en el supuesto contrario,
de calificar la Tarifa III sobre empresas
individuales como personal, permitiría
dar mayor generalización y vigor a la
afirmación.

En el estudio de los ingresos analiza'
el autor el concepto, explotación directa,
arrendamiento del negocio, contabiliza-
ción, computación y los ingresos compu-
tables (incrementos de activo, rendi-
mientos de activo, detracciones de fon-
dos con aplicación exenta, subvencio-
nes del Estado y Corporaciones admi-
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nistrativas, ingresos con ocasión de ope-
raciones lucrativas), constituyendo esta
parte quizás la más notable y sugestiva
de la obra. A continuación, analiza los
ingresos no computables y los gastos
a efectos de la imposición, partidas de-
ducibles y partidas no dedacibles.

Estudia seguidamente el concepto fis-
cal del beneficio, con un interesante y
breve estudio de los negocios parcia-
rios, analizando los beneficios estima-
bles (participaciones al capital, aumento
de patrimonio de la empresa, participa-
ción fiscal del Estado y partidas va-
rias), y los beneficios no estimables
(participaciones por servicios persona-
les y otras participaciones).

El estudio y justificación de la im-
posición mínima sobre el capital (des-
empeñando función económica el capital
de mera base y no de soporte real del
gravamen), son acertadas y en extremo
sugestivas. Estudia las diversas moda-
lidades de esta forma impositiva según
el objeto sobre que recaiga la imposi-
ción. La nomenclatura y sistema de aná-
lisis del periodo impositivo son asi-
mismo encomiablcs. Completan el capí-
tulo V y adicional el Título II, con un
estudio de la determinación de la deu-
da tributaria y la consideración de al-
gunos gravámenes por la Tarifa II.

El Título 11II está dedicado integra-
mente a la tributación del beneficio de
los partícipes (Tarifa II de Utilidades
y Tari/a I en cuanto a participaciones
a socios por servicios personales y, en
general, por este título).

El Título IV se dedica a la Adminis-
tración de la Contribución, analizando
la declaración, falta de la misma y efec-
tos, liquidaciones, infracciones y pena-
lidad y recaudación. El mérito del autor
en esta parte estriba precisamente en la
presentación sugestiva del tema, que por
su carácter procedimental en esencia,
puede parecer prima facie falto del in-
terés que sabe darle el autor. En este
mismo título analiza los medios de im-
pugnación de las liquidaciones y la or-
ganización administrativa del tributo.

Aparece dedicado el Título V a la
concurrencia de soberanías fiscales, es-
tudiándose en él el doble aspecto de
empresas españolas en el extranjero y
extranjeras en España, motivadas por la
escisión entre domicilio, nacionalidad

y gestión económica. Hubiera sido in-
teresante en esta parte dedicar algún»
mayor extensión al problema general
de la doble imposición internacional, a.
que tanta atención se ha dedicado, por
otra parte, en el extranjero.

El titulo adicional trata de los con-
ciertos económicos con Álava y Nava-
rra. En esta parte hubiera añadido inte-
rés al grande que el libro encierra una
exposición de las tarifas promulgadas
por las respectivas Diputaciones fora-
les, incluso las generales, dada la difi-
cultad que para el profesional implica
el conocimiento exacto de las mismas.

El libro, en la consideración general
que el mismo debe merecer, justifica,
en esta ocasión, que se le califique con-
verdad material de obra de que la bi-
bliografía nacional estaba hondamente
necesitada. Su utilidad para el práctico
y para la vida cotidiana, para la em-
presa y para el profesional, es indiscuti-
ble. Su sistemática ajustada a las más
depuradas exigencias sobre este tema;
con todo, el cariz moderno que el autor
ha sabido darle, es quizás el mérito
preferente del libro. Uniendo a ello
unas apreciaciones innovadoras y acerta-
das en su generalidad junto con una
sencillez que avalora y da realce y atrae-
rión evidente a la profundidad del pen-
samiento del autor.

Prologa el libro, con la maestría ha-
bitual en él, el Excmo. Sr. D. José
Larraz.

J. L. VILLAR.

LÓPEZ-RODO, Laureano : «El proce-
dimiento administrativo en Espa-
ña». Tip. da Empresa Nacional de
Publicidade. Lisboa, 1949. 20 págs.

En estas breves páginas se recoge una
conferencia pronunciada en la Facul-
tad de Derecho de Lisboa por uno de
los mejores administrativistas de la nue-
va generación, que ya había sido pu-
blicada en la Revista O Direilo (nú-
mero 4, de 1949).

Dos son los posturas que se han adop-
tado dentro del campo del Derecho ad-
ministrativo al enfrentarse con el pro-
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blema de la vía a seguir por las entida-
des administrativas para desarrullar su
actividad en el cumplimiento de los Si-
nes de interés general. Unos, han tra-
tado de aplicar la institución del pro-
ceso a dicha actividad, defendiendo la
existencia de un proceso administrativo,
sin referir tal expresión a la actividad
jurisdiccional referente a la actividad
administrativa. Otros, tratan de deslin-
dar los dos conceptos, restringiendo el
término proceso a aquella institución a
través de la cual un órgano indepen-
diente y supraordenado a las partes exa-
mina la pretensión que una esgrime
frente a otra. Esta es la posición de
LÓI'EZ-RODO, que reconoce, sin embar-
go, la semejanza que se da entre el
procedimiento administrativo — -obre
todo en el de reclamación o recurso—
y los procesos jurisdiccionales, señalan-
do que aun en estos supuestos es posi-
ble marcar la diferenciación: «El pro-
ceso no es un simple cauce por el que
discurre una actividad, no es algo me-
ramente formal y adjetivo, como lo es
el procedimiento, sino que «1 proceso
es una institución sustantiva que tiene
por objeto actuar las pretensiones fun-
dadas», y en las reclamaciones o re-
cursos administrativos no existe una pre-
tensión dirigida a un órgano indepen-
diente, sino a un órgano administrati-
vo cuya misión consiste en cuidar lo-;
intereses colectivos mediante la presta-
ción de los servicios públicos, el cual
no es extraño a! conflicto, sino parte
interesada.

Se examina en primer lugar en esle
interesante trabajo el concepto de pro-
cedimiento en general, señalándose la?
tres direcciones fundamentales en que
se lia manifestado la doctrina: Aque-
lla que da un concepto sustancial del
procedimiento, considerando elemento;
integrantes del mismo a los distintos ac-
tos sucesivos; una segunda, que con-
sidera que el procedimiento no está in-
tegrado por artos, sino por una suce-
sión de tiempos, de unidades temporales,
y una tercera, que no ve en el pro-
cedimiento un fenómeno sustancial —se-
rie de actos—. ni un fenómeno tem-
poral —serie de momentos—, sino un
fenómeno formal, una forma de suce-
sión de lo? actos y de los tiempos. Esta

última posición es la que recoge LÓPEZ-
RODO.

Antes de entrar a exponer las notas
fundamentales del procedimiento admi-
nistrativo español, se traza la linea de
evolución del mismo, resaltándose la
deficiente elaboración de que ha sido
objeto, en contraste con el procedimien-
to judicial. «El Derecho procesal civil
—se afirma— había alcanzado ya una
notable madurez cuando el Derecho ad-
ministrativo aparecía aun en estado em-
brionario. La actividad de los órganos
judiciales estaba perfectamente regula-
da por el Derecho y la de los órganos
administrativos carecía en absoluto de
regulación». Es de notar, sin embargo,
que en los países continentales, en con-
traste con los anglosajones, el procedí
miento administrativo ofrece mayor des-
arrollo, su regulación es más minuciosa
y se hace cada vez más jurídica, exis-
tiendo una tendencia y acercamiento ha-
cia el procedimiento jurisdicional, ten-
dencia que no debe olvidar que el pro
cedimiento administrativo no ha de tra-
tar únicamente de garantizar los dere-
chos de los particulares, sino también
la defensa de los intereses públicos; el
procedimiento administrativo debe con-
ciliar ambas exigencias.

Al enfrentarse con el Derecho positi-
vo español, se hace un estudio somero
de los principios que inspiraron la Ley
de Bases de 1889, para después ocupar-
se de los rasgos más salientes de los
principales Reglamentos de procedimien-
to de los distintos Ministerios, en es-
peciul del Reglamento del Ministerio
de la (gobernación, al que se elogia por
el empleo que hace de una terminolo-
gía depurada y por el rigor de su siste-
mática. «Fácilmente se adivina la mano
del Consejo de Estado —dice LÓPEZ-
Rouo—• a cuyo Alto Organismo se debe
la elaboración del texto reglamentario.
Se señala, como dicho Reglamento de-
fine, el concepto de expediente y de los
distintos actos procesales, la claridad con
que perfila la noción de «interesado»,
la minuciosidad con que se regula el
trámite de audiencia y la perfecta sis-
temática con que se regulan los distin-
tos recursos administrativo?. Después de
citar la Orden de 13 de junio de 1949,
reguladora del procedimiento de los
recurso? de agravios, no se duda
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«n afirmar que llegado a este punto
de su evolución, la Legislación espa-
ñola relativa al procedimiento adminis-
trativo puede considerarse en la van-
guardia del Derecho positivo contem-
poráneo, debido principalmente al es-
fuerzo de los autores y a la labor de
nuestra jurisprudencia.

Aunque comprendemos que, dada la
naturaleza del trabajo, habían de ex-
ponerse únicamente ideas generales,
creemos que hubiera sido convenien-
te el haber descendido un poco más
a la regulación positiva del procedi-
miento administrativo español, sistema-
tizando los puntos fundamentales que
ofrece.

Jesús GONZÁLEZ PÉREZ.

MARTÍN RETOKTII.L.O, Cirilo : «li! Mu-
nicipio rural. Nulas sobre su perso-
nalidad, su economía y su hacien-
da». Barcelona. lid. Bosch. 1950.
182 páginas.

La Administración pública de nues-
tro tiempo se encuentra sometida a pro-
fundos cambios en su contenido, en sus
fines y en sus mediob de acción. Las
causas y características de esta tenden-
cia, no son totalmente circunstanciales;
las ideologías que prevalacen podrán ser
revisadas, y lo han de ser, pero las nue-
vas necesidades, responden a exigencias
y a estructuras no mudables con faci-
lidad. En efecto, la aspiración de un
mínimo individual y nacional, viene im-
poniendo nuevos criterios para la orde-
nación económica de las Entidades pú-
blicas y para su intervención en las de
carácter privado; la multiplicidad de
servicios para satisfacer las necesidades
de primer orden y las de aquellos otros
dirigidos a elevar y mejorar el bienestar
físico y espiritual de todos y de cada
uno, no se hacen muy compatibles con
la dispersión y con una absoluta auto-
nomía; las condiciones de la gran urbe
en cuanto permiten el desarrollo de un
tipo humano superior, son, a u vez.
el cauce que facilita su engrandecimien-
to y su extensión tenlacular; y las
mismas exigencias de la producción y

de las técnicas modernas, son motivos
que también imponen las nuevas for-
mas de organización administrativa y
económica de las entidades territoriales
subalternas en relación al Estado, que
les establece un régimen jurídico que
dista mucho de las bases y objetivos
tradicionales.

Pero la realidad española ofrece la
existencia de varios miles de pequeños
Municipios en los que desarrolla su
vida una tercera parle de la población
nacional. Ello justifica los estudios que,
como el del Sr. MARTÍN RETORTILLO,
enaltecen la personalidad del Municipio
rural, destacan la importancia económi-
ca de la movilización de su riqueza y
llaman la atención sobre el interés so-
ciológico que tienen en el orden de la
comunidad nacional. La ausencia de
pretensión científica y de rigor en la ex-
posición que evite disgregaciones y re-
peticiones, no restan utilidad al estudio,
salpicado de acertadas sugerencias y de
criticas solventes a nuestro régimen le-
gal, formuladas por quien tan de cerca
conoce los problemas que se analizan y
que desde hace muchos años ha con-
tribuido a la divulgación y resolución
de los mismos.

En la introducción se destaca que la
reacción en favor de la vida municipal
fue primero política y después adminis-
trativa, quedando al margen los aspec-
tos económico y patrimonial, cuyo olvi-
do ha sido una de las causas de la de-
cadencia de nuestra tradición municipal.

El problema de la unidad o variedad
de régimen jurídico municipal es el que
condiciona la resolución de las cuestio-
nes que se plantean en los distintos ca-
pítulos. La discusión alrededor del pro-
blema tiene una gran actualidad, tanto
en el extranjero como entre nosotros. ,
Durante la elaboración de la Ley de
Bases de 1945, las dos posturas se defen-
dieron por AI.VAREZ GENDIN y JORDA-
NA DE POZAS, respectivamente. MARTÍN
RETORTILLO dice que «a poco que se
medite se comprenderá la anomalía que
supone el que una misma ley rija la
vida de un municipio de 300 habitan-
tes y la de la ciudad de 1.000.000 de
almas. Esta anomalía es brutal y alta-
mente nociva en la práctica».

En la tutela económica de los muni-
cipios rurales analiza las principales ma-
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nifestaciones en que debería proyectarse
y la orientación que habría de presi-
dirlas, muy diferentes en ciertos extre-
mos de las tendencias tradicionales. A
su juicio, las ayudas más eficaces del
Estado para hacer realidad la promesa
del Fuero del Trabajo (V, 5) se cons-
tituyen por los recursos siguientes: po-
lítica forestal, obras hidráulicas, ejecu-
ción por el Estado de las obras de ser-
vicios rurales, apertura de molinos, uti-
lización de maquinaria agrícola, red de
caminos vecinales, fomento de indus-
trias rurales y fomento de los centros
de educación y de asistencia sanitaria,
escuelas e iglesias.

La aportación más estimable, por el
momento, de la obra que damos a co-
nocer es la referente al régimen tribu-
tario municipal, en la que se destacan
las consecuencias económicas que el
nuevo sistema ha implicado para el pe-
queño municipio, en favor de las gran-
des ciudades.

La publicación consta de una intro-
ducción y doce capítulos, intitulados,
respectivamente : El Municipio rural;
El patrimonio de los municipios rura-
les. Sus productos; La actividad econó-
mica en nuestras zonas rurales; Tutela
económica de los municipios rurales;
Los presupuestos de los municipios ru-
rales; Imposición municipal; Derechos
y lasas; Otros arbitrios. La prestación
personal; Contribuciones especiales;
Fondo de Corporaciones locales; El re-
partimiento general de utilidades, y La
gestión económica; De lo- saMos; De
lo* pago*.

E. SERRANO CUÍRADO.

MKXDEZ, Aparicio : uLa teoría del ór-
gano». Montevideo, 1949. 61 páginas.

En este folleto de la Biblioteca de
publicaciones oficiales de la Facultad de
Derecho y Ciencias Sociales de la Uni-
versidad de Montevideo, se recogen las
tres conferencias que pronunció el cate-
drático de Derecho administrativo, doc-
tor APARICIO MÉNDEZ, en la Universidad
de Río Grande do Sul.

En ellas sostiene su autor la autono-
mía técnica de la teoría del órgano, su.
desvinculación total de las tendencias
organicistas. Dicha teoría tiene, en su
opinión, una importancia fundamental
para el Derecho, que se manifiesta en
múltiples aspectos. En primer lugar, ex-
plica satisfactoriamente, sin que se haya
encontrado otra que la supere, el fenó-
meno técnico de la fragmentación del
Estado y de las asociaciones o agrupa-
ciones de lodo orden; en segundo lu-
gar, es la única que con criterio cientí-
fico afronta el funcionamiento de esas
unidades en condiciones de asegurar una
adecuada aplicación del Derecho; en
tercer lugar, da satisfacción a las nece-
sidades creadas por los problemas que
originan las relaciones técnico-jurídicas
de esa? unidades, y, por último, permi-
te resolver todo lo que se relaciona con
la acción del hombre por el Estado o
por la agrupación, sin recurrir a con-
ceptos alambicados ni a nociones filosó-
ficas.

Con gran claridad se examinan y ex-
ponen las tres concepciones orgánicas
fundamentales: la subjetiva, la objeti-
va y la técnica.

Para el profesor APARICIO MÉNDEZ, es-
tas tres concepciones se apoyan en un
solo elemento, y por tanto son insufi-
cientes. Hay que distinguir el concepto
de órgano en sí mismo, estáticamente
considerado, de su noción dinámica, esto
es, en actividad. Estáticamente, el órga-
no es «una porción funcional nominada
y definida, o sea, una fracción determi-
nada del Estado, una unidad técnica.
Dinámicamente, a esa fracción debe
agregarse un elemento vivo, el hombre,
cuya energía mental y física animan la
unidad técnica».

Después de un examen de los elemen-
los (forma, nombre y contenido) de los
órganos y de sus clases, estudia la vo-
luntad orgánica, esto es. el proceso de
incorporación del hombre al órgano, el
procedimiento de que se vale el Dere-
cho para usar su energía mental y físi-
ca, imprimiéndole así vida a la unidad
abstracta.

Hay que distinguir la voluntad del
titular (psicológica) de la voluntad or-
gánica (técnicai. Aquélla pertenece al
orden natural: ésta, al orden científico.
La voluntad psicológica o natural del
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titular del órgano, como tal, debe ser
coincidente con la voluntad técnica en
condiciones normales.

El autor explica con gran claridad có-
mo el juego de coincidencia de la vo-
luntad técnica con la voluntad psicoló-
gica encuentra su desarrollo en la teoría
de la responsabilidad. La yuxtaposi-
ción de una sobre otra libera al fun-
cionario de toda consecuencia de sus
actos como tal. Si hubiera daño, éste
provendría de la organización misma, de
la deficiencia estructural o funcional del
órgano, y entonces gravitarían los re-
sultados sobre el Estado. Al contrario,
si la voluntad psicológica se desborda
(exceso de poder) o no se satisface ple-
namente (omisión), o se desvía con un
fin oculto (desviación de poder), recae
sobre el titular la obligación de repa-
rar el daño. La distinción de falta del
servicio y falta personal tiene su fun-
damento en estos conceptos.

La lectura de este breve e interesante
trabajo hace desear la publicación de
otro mayor que. tomando aquél como
base, anuncia el autor al final de su
excelente y última conferencia.

Segismundo ROYO-VILLANOVA.

J. CnERiorx. B. DENIS y M. GUILI.AU-
ME : «Etudes po ¡tiques ant;Io-saxon-
nes : Irlande du \"ord ; Connecti-
cut ; New York», en Cahiers de la
Fondation Natinníih: des Science?
Politiques. París, 1950.

Fruto de los trabajo;- de Seminario
realizados en el Instituto de Estudios Po-
líticos de Francia, son las tre? tesis re-
unidas en este tomito y que responden
a la rúbrica general de estudios jurídicos
anglosajones.

La primera de dichas tesis lleva por
título «Le Statut de L'Irlande. du Nord».
Su autor, J. CHÉRIOUX, trata de explicar
primeramente las razones que han ori-
ginado el particular Estatuto del Ulster.
distinto del Estado libre de Irlanda y
autónomo dentro del Reino Unido. En
cuanto a lo primero, son fundamental-
mente razones de tipo étnico y religio-

so las que han impedido la unificaióu
de Irlanda; en cuanto a lo segundo, la
autonomía del Ulster se debe, en su-
actuales proporciones, a que el Govern-
mant o¡ Ireland Act de 1920 fue pro-
mulgado por el Parlamento de Londres
para regular la situación de toda Irlan-
da, Ulster y Eire.

Resulta así que nos enfrentamos con
una región que en frase de Mr. HARRISÓN,
«no es un Estado, aunque aparentemen-
te tiene todas sus instituciones». Se trata
devlun ejemplo único en teoría consti-
tucional.

Como consecuencia de la antes citada
Ley de 1920. se constituye el Ulster
en región ampliamente descentralizada.
Pero no se trata sólo de una descentra-
lización administrativa, ya que alcanza
a los poderes legislativo y judicial.

El poder legislativo se basa en la de-
volución de una serie de competencias
que el Parlamento de Londres lia he-
cho a la legislatura del Ulster. Pero
esta devolución no debe ilusionar a
nadie. El Parlamento de Westminsler,
se ha reservado poderes suficientes para
asegurarse la subordinación de esta le-
gislatura local. Sobre todo es el poder
constituyente el que escapa a la com-
petencia del Parlamento del Ulster:
él no puede en absoluto transformar el
cuadro institucional fijado por el Act
do 1920. Todas las enmiendas a esta ley
han sido, además, votadas en West-
minster.

Frente al legislativo bicameral (tam-
bién compuesto de Cámara de los Co-
munes y Senado) gobierna un ejecutivo
que, conforme a las reglas del régimen
parlamentario, es en cierta manera bi-
céfalo. Uno de lo? jefes de tal ejecuti-
vo es el Gobernador, que desempeña
el papel de «Jefe de Estado delegado».
El realiza todas sus funciones en nom-
bre de Su Majestad británica y recibe
instrucciones a través de la Secretaría
de Estado de Asuntos Exteriores. Elige
al primer Ministro.

Posee también el Ulster su propio
mecanismo judicial. Contrariamente a
la Cámara de los Lores, el Senado ir-
landés carece de atribuciones judiciales.
El órgano jurisdiccional superior es,
pues, un verdadero Tribunal especiali-
zado, lo cual e> preferible para la bue-
na marcha de la administración de jus-
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ticia. El T. S. de Irlanda del norte se
divide en varios organismos distinto»:
el alto Tribunal de Justicia, el Tribu-
nal de apelación, la Comisión de ferro-
carriles y canales y el Comité Judicial
de la «Land Commission». Por debajo,
una serie de Tribunales inferiores.

Finalmente, el autor pasa revista a
una serie de problemas fundamentales
para la existencia del Ulster: insufi-
ciencia financiera para mantener sus ins-
tituciones de «selfgovernment» (los suel-
dos de los miembros del Gabinete y al-
tos Magistrados se equiparan a los de
sus colegas británicos y muy superiores
a los de Irlanda del Sur); el fracaso
del transplante de las instituciones par-
lamentarias británicas, hasta el punto
de que alguien ha podido decir que
«Irlanda del norte es una negación orga-
nizada de la democracia»; y, por últi-
mo, las perspectivas paru el futuro po-
lítico de este país y de la cuestión de
la «partition» de Irlanda, siempre con-
siderada por los nacionalistas como la
obra de un extranjero.

La segunda tesis que se contiene en el
cuaderno que nos ocupa es un trabajo
de B. DENÍS, que lleva por titulo «Un
Etat de la Nouvelle-Angleterre: Le
Connecticut». Después de una introduc-
ción breve sobre la geografía económi-
ca, demografía e historia de este Es-
tado americano, dedica el autor un pri-
mer capítulo al estudio del origen de
su constitución, empezando por las «Fun-
damental Orders», a las que se ha lla-
mado primera Constitución escrita del
mundo, y continuando con la Carta
de 1662 y con la Constitución de 1818.

De acuerdo con la Constitución vi-
gente, se examina en el Capitulo II lo
referente al Gobierno central del Esta-
do y a los partidos políticos. Se com-
pone el poder ejecutivo del Goberna-
dor, elegido por sufragio del cuerpo
electoral y cuyas relaciones con la le-
gislatura recuerdan en todo la postura
del Presidente de los Estados Unidos;
el Subgobemadgr, con funciones aná-
logas al Vicepresidente, y, por último,
los funcionarios ejecutivos. Estos son:
1.°, el Secretario del Estado, cargo al
que competen, según la Constitución,
unas cincuenta atribuciones distintas,
que van desde la guarda y custodia de
los documentos y registros del Estado,

hasta el control de las publicaciones uli-
ciales; 2.u, el Tesorero, elegido por
do» aiios, y cuya función principal es
recibir todas las sumas perteneciente?
al Estado y gastarlas conforme a las
prescripciones legales; 3.°, el Fiscal de
Cuentas, cuya misión es regular todas
las cuentas públicas, salvo las órdenes
de pago emanadas de la Asamblea gene-
ral; 4.", el Procurador General, tam-
bién elegido por el pueblo por un pe-
ríodo de diez años, y cuyas funciones
entrañan un control general de todas las
cuestiones legales en que el Estado es
parte, estando también obligado a emi-
tir dictamen jurídico cuando le sea re-
querido por alguna de las dos Cámaras.

Termina el capítulo con un examen
de los poderes legislativo y judicial y
del mecanismo de los partidos políti-
cos, cuestiones que atañen menos a
nuestro objeto.

Los Capítulos III y IV describen el
Gobierno local. El primero de ellos se
refiere al condado; el segundo, a la
ciudad.

Connecticul está dividido en ocho
condados, que son corporaciones cuasi
municipales, y cuyo principal órgano
de gobierno es el «County Board», cu-
yas atribuciones son determinadas por
la legislatura. A pesar de la apariencia
legislativa, el «Board» desempeña sobre
todo funciones administrativas.

Como entidad distinta del Estado, el
Condado desempeña funciones judicia-
les, de policía y financieras.

Por lo que al Gobierno de Ja» ciu-
dades se refiere, se ha de señalar que
en los pequeños Municipios de Con-
necticut se da todavía la práctica del
«Gobierno Directo» por el pueblo. Esta
institución se traduce en el sistema del
«Town-meeting», que se reúne bajo la
dirección de los «Selectmen». Pero este
sistema representa hoy día un organis-
mo demasiado voluminoso para reali-
zar sus funciones. Así es como se ha
ido imponiendo cada vez más una insti-
tución que en sus orígenes funcionaba
en la sombra : el «Board of selectmen»,
cuya composición oscila entre dos y
siete miembros. No hay que olvidar, sin
embargo, que siete Municipios del Es-
tado yuxtaponen al «Board» un sistema
de «Town-manager», asistido de una es-
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pecic de Consejo Municipal de siete a
quince miembros.

Por lo que se refiere a las relaciones
entre el Gobierno Municipal y el del
Estado hay que señalar que el Gobierno
Central lia venido considerando cada
vez más la justicia urbana como atribu-
ción del Estado. Esto se manifiesta, en
primer lugar, en el denominado acto
de «incorporation». Es la legislatura la
que mediante la atribución de una car-
ta concede a los Municipios la persona-
lidad moral, impuniéndoles, al mismo
tiempo, ciertas obligaciones. Nace tam-
bién de aquí la consideración de la
«towri» como agente del poder central.

El último estudio del cuaderno es
«La Cité de New York; étude politique
et administrativa». Su autor es M. Gui-
LLAUME. Una breve introducción se refie-
re al desarroyo demográfico y econó-
mico de la mayor ciudad del mundo
poblada principalmente por elementos
étnicos extraños a los Estados Unidos y
al recelo que como consecuencia pro-
duce en el resto del país.

Pero sea lo que fuere lo que se pien-
se sobre esto, lo cierto es que desde el
punto de vista político-administrativo
son sumamente interesantes los proble-
mas que plantea el Gobierno de una
ciudad de ocho millones de habitantes.
El primero de ellos es el que se refiere
al sistema de Cartas de la ciudad de
Nueva York. Sabido es que dicho sis-
tema varía enx Norteamérica de uno a
otro Estado. Hasta 1923, en el Estado
de Nueva York, estuvo en vigor el de-
nominado «Classified Charters», que
permitía que las grandes ciudades del
Estado se atuviesen a normas distintas
dé las pequeñas. No obstante, este sis-

teína fue abandonado en 1923 y sustituido
por el más liberal del «Home Rule
Charter», que coloca a la ciudad de
Nueva York en un régimen de autono-
mía que le permite establecer y cam-
biar a su antojo su propia Carta, res-
petando siempre la Constitución del Es-
tado y la Federal. Junto a la lucha para
la consecución de su autonomía jurí-
dica, Nueva York ha debida luchar
para conseguir un «status» territorial.
Desde fines del siglo xix la legislatura
de Albany ha tenido que pasar por las
sucesivas anexiones de Jos condados de
Bronx, Kings, Queens y Richmond. Esto,
sin embargo, no da lugar a un Go-
bierno centralizado de la gran ciudad.
Ciertos organismos únicos.fueron crea-
dos, como el Alcalde o el Consejo Mu-
nicipal. Pero al lado de ellos no se ol-
vidaba la idea federativa: así subsis-
tían los cinco Condados, que conservan
una parte importante de la organización
judicial. Al mismo tiempo, como con-
secuencia de la preocupación descentra-
lizadora, han sido creados después
de 1896 y coincidiendo con el territo-
rio de los viejos condados cinco burgos
(Boroughs), dotados de órganos políticos
y administrativos, principalmente los
presidentes de burgo, elegidos, y un
cierto número de Consejos representa-
tivos.

Un examen detenido de la estructura
y actividades del Gobierno local de la
ciudad, con referencia especial a sus
poderes legislativo y ejecutivo, así como
al personal, servicios y finanzas muni-
cipales, constituyen el resto del trabajo
ciertamente interesante de M. GUILLAUMÉ.

F. GARRIDO FALLA.
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bajo al Tribunal, etc., présenla oíros in-
conveniente? tan señalados como la di-
ficultad de señalar su campo de actua-
ción, Presidente?, Magistrados, e incluso
ser una invitación a! planteamiento de
nuevos recursos.

J. L. DEL RIO

Public Administrotion

Vol. XXVIII. Primavera 1950.

MORRISON, Herbcrt : Public Control of
the Socialised Industries. Págs. 3

El control del público sobre la admi-
nistración y gestión de las industrias so-
cializadas británicas tiene dos vertien-
tes; la primera hace referencia a la po-
lítica general de las industrias, y la se-
gunda a sus actividades administrativas,
financieras y técnicas, diarias.

Y dentro de cada una di; eslas vertien-
tes, las formas de control son variadas y
se acomodan más o menos al siguiente
esquema :

1. Control <le la política general; está,
fundanienlalmente, en manos del res-
pectivo miembro del Gabinete, «leí
que, en forma más o menos directa,
la industria nacionalizada depende; y
se hace efectivo :
a) Mediante el poder <le nombrar y

de destituir a los miembros del
Consejo de Administración de la
industria nacionalizada: natural-
mente, así lo hace constar Mr. Mo-
RMSON. éste es el método funda-
mental de control.

61 A través del poder del Ministro,
establecido en todas las leyes de
nacionalización, según el cual es
responsable ante el Parlamento y.
por consiguiente, tiene rapacidad
para dictar a la industria naciona-
lizada grandes normas de su ac-
tuación en cuanto afecten al inte-
rés público; realmente, los Mi-
nistros suelen hacer poco uso de
la coerción y de la imposición de
sus directrices, y descansan, las
más de las veces, en un tercer mé-
todo; e?, a saber :

c) Lo que el articulista denomina po-
der de «persuasión», que nace de
la mutua confianza entre el Minis-
tro y los Consejos de Administra-
ción que de él dependen, que per-
mite adoptar medidas de política
general compartidas por ambos.

2. Control de las actividades ordinarias
(Day-to-Day Menagement), sobre las
que influye el público a través de:
") Los consejos de consumidores, pre-

vistos en numerosas leyes de na-
cionalización y que llevan la voz
del público a los órganos recto-
res de la industria.

b) La actividad de los Consejos de
Administración, tendente a hacer
estudios intensivos de los merca-
do» y de las necesidades de los
consumidores, para qne la produc-
ción de las industrias nacionaliza-
das se ajuste a ambos.

c) La publicación, también exigida
por las leyes de nacionalización,
de informes anuales de cada in-
dustria, que se hacen públicos y
((ue dan lugar a que los órganos
de opinión pública expresen su
parecer sobre la gestión de la in-
dustria.

d) Las interpelaciones en el P~rk-
mentó, porque, si bien éste ha re-
nunciado a una supervisión deta-
llada de la actividad corriente y
diaria de la industria nacionalizada,
la renuncia no ha sido completa
y son numerosas las interpelacio-
nes que se dirigen a los Ministros
en esta materia (aunque es dis-
crecional para el Ministro contes-
tar o no a las mismas); aparte
de que los miembros del Parla-
mento tienen acceso a los Conse-
jo? de Administración de las in-
dustrias y pueden hacerles pre-
sentes las quejas qun sobre su ac-
tuación reciban.

W.-IKREV, f. H. : Local Selí-go'z-err,-
vient. The fíasis oí a Dentocratic
State. Páfís. 11 a 16.

Se trata de un estudio muy general
sobre el sistema de gobierno de las enti-
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dudes locales británicas; moníado sobre
el principio general de que tales insti-
tuciones deben ser consideradas como
órganos locales autónomos y no como
meras descentralizaciones del poder ad-
ministrativo general del Estado (Agen-
cies oj local selj-government, and not
mereiy decentralised agencies oj the sta-
te machine).

Se extiende el articulista sobre las ex-
celencias del trabajo a través del siste-
ma de Cómicos, en los que se divide el
Consejo municipal elegido por los veci-
nos, siendo asistidos en sus tareas por
los funcionarios públicos municipales,
que, conforme a la práctica inglesa, ca-
recen de derecho a la inamovilidad (son
nombrados at the Cowcil's pleasure), si
bien de hecho no son separados del
servicio sino por faltas cometidas en el
mismo o por notoria incompetencia.

LESIJB, S. C. : Central Economic In-
formation Unit. Págs. 17 a 26.

El Centro a que se refiere el artículo
fue creado en el año 1947, dependiendo
primero del Lord Presiden!, más tarde
del Ministro de Asuntos Exteriores y,
finalmente, del Departamento del Tesoro.

Su misión fundamental es la de reco-
ger todos los datos a su alcance sobre
los problemas económicos internos y ex-
ternos del país, sirviendo de agencia
central en tal materia, en estrecha co-
nexión con la Oficina Central cíe Infor-
mación.

La materia recogida es estudiada y re-
sumida, y ofrecida a:

— Los Ministros, especialmente para
sus conferencias de prensa.

•— La prensa y la radiodifusión, para
su información económica.

— El público a través de campañas in-
formativas que la Agencia lleva a
rabo directamente a través de pro-
yecciones cinematográficas, folletos
informativos, conferencias, etc.; se-
gún los datos de la Agencia, aproxi-
madamente se dan diez mil confe-
-•íncias en el año. basadas en los
datos que ella lUininislra a los con-
ferenciantes.

STF.EK, \V. S- : Fost-Entry Education
and Training jor Local Authority
Staffs. Págs. 27 a 30.

KNOWLBS, K. S. B. : Delegation by a
County CouncilSurrey. Páginas 31
a 26.

STREET, Harry : Governmenlal Liabi-
Hty jor Tort in Britain and the
United States. Págs. 37 a 54.

El presente artículo, que está transcri-
to de otro publicado en enero de 1949
en la «Michigan Law Review», constitu-
ye un interesantísimo estudio compara-
tiro de la responsabilidad de la Admi-
nistración en Gran Bretaña y en los Es-
tados Unidos, a través de las disposicio-
nes de la Crown Proceedings. Act de 1947
y de la Federal Ton Claims Aci de 1946.

Tras unos breves antecedentes históri-
cos, explicativos del principio británico
de la irresponsabilidad de la Corona y
del similar mantenido en los Estados
Unidos desde que se promulgó la en-
mienda XI a la Constitución, se adentra
el autor en el análisis de ambas leyes,
desde una porción de puntos de vista;
helos aquí, seleccionando sólo los más
importantes i

1. Responsabilidad del Gobierno por
los acios de sus agentes; se comparan lo;
textos que definen al «Agente» en am-
bas leyes, llegando a la conclusión de
que la norma norteamericana, pese a
que es confusa, parece ser de dicción
más amplia que la británica. Y se se-
ñalan las grandes dificultado; con que
tropezarán los Tribunales para delimi-
tar él campo de la ley en cuanto ésta
restringe la responsabilidad del Gobier-
no al caso de que su Asente haya actua-
do «en el ejercicio de sus funciones»
(Withm the acope o) his office or cm-
ployment); recordando los miles de ca-
sos que fueron necesarios para precisar
una dicción similar en las leyes sobre
accidentes de trabajo.

2. Responsabilidad del Gobierno co-
mo propietario; la observación funda-
mental es la gran limitación de la ley
norteamericana, que exige, para que el
Gobierno devenga responsable, el que
los daños havin sobrevenido romo con-
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secuencia de la acción 11 omisión negli-
gente o culposa de un funcionario.

3. Daño< de los cuales responde el
Cobierno. La ley inglesa declara la res-
ponsabilidad por todos los daño? que se
deriven de los caso? en que lu respo?i-
sabilidad nace; la ley norteamericana se*
limita a los daños o pérdida de propie-
dad, lesiones corporales o muerte; se
sánala la dificultad de interpretar con
precisión el texto norteamericano, apun-
tándose que quizá haya querido el legis-
legislador indemnizar únicamente el da-
ño emergente y no el lucro cesante.

4. Excepciones a la responsabilidad
del Gobierno. Nuevamente la ley inglesa
es mucho niái amplia que la norteameri-
cana exceptúa los daños que provengan
en todos aquellos casos en que un par-
ticular de completa capacidad sería res-
ponsable; en cambio, la ley norteameri-
cana exceptúa lso daños que provengan
de las acciones u omisiones realizadas,
con el cuidado debido, en ejecución d«
una ley o reglamento, y los derivados
de la realización o la falta de realiza-
ción de un acto discrecional.

Ambas leyes exceptúan los daños de-
rivados de la pérdida y del defectuoso
o negligente transporte del correo; al
parecer, la pxcepción está justificada por
la facilidad con que. el correo puede ser
certificado, pues claro es que en este
caso hay responsabilidad.

5. Renuncia a toda otra reclamación:
las reclamaciones efectuadas contra el
Gobierno al amparo de las leyes de res-
ponsabilidad, tanto en lo? Estados Uni-
dos como en Inglaterra, precluyen la po-
sibilidad de acudir a otra vía con la
misma demanda.

6. Aportación de documentos admi-
nistrativos a los procesos; al parecer,
fue ésta una materia extraordinariamen-
te debatida en las discusiones sobre los
proyectos de ley. La ley británica opta
por la solución de que la Corona debe
aportar, al proceso todos los documen-
tos que tengan conexión con el caso,
siempre que Ja publicidad de los mis-
mos no perjudiaue al interés público;
pero siendo el Ministro quien debe de-
cidir si la publicación afecta o no al
interés público. I.M ley norteamericana
guarda silencio en este aspecto, pero

parece que se impondrá el precedente,
más amplio que el inglés, de que deben
ser aportados todos los documentos que
no sean internacionales y militares de
naturaleza secreta.

7. Prescripción.—Ambas leyes seña-
lan el plazo de nn año.

A continuación, el articulista plantea
una serie de interesantes problemas. El
primero de ellos es el de si basta en
realidad extender, que es lo que vienen
a hacer las leyes comentadas, los prin-
cipios de la responsabilidad extracontrac-
tual civil a los actos del Gobierno, y
si no, será preciso ir más adelante, a es-
tablecer una .teoría general de la indem-
nización. Una segunda cuestión es la
de si no sería 'conveniente establecer
una nueva organización de Tribunales,
administrativa, para conocer de estos ca-
sos, si bien se añade que nn organismo
del tipo del Consejo de Estado francés
está fuera de la tradición angloamericana.

ABBAS, Mekki : Local Government in
the Sudan. Págs. 55 a 58.

Vol. XXVIII. Verano 1950.

GAUDE.MET, P. M. : The Teaching of
Public Administration in France.
Págs. 87 a 96.

SUMMERS, H. F. : The Idea of Res-
ponsability in Government. Páginas
97 a 102."

Se trata de nn estudio monográfico so-
bre la responsabilidad de las person»s
que tienen a su cargo la gestión de fun-
ciones públicas; se estudia el concepto
general de responsabilidad, las fuentes
de la misma, la posibilidad de su divi-
sión, y se insiste, y en este punto e? es-
pecialmente interesante el estudio, so-
bre las motivaciones psicológicas de la
responsabilidad; a juicio del articulista,
ésta no se halla ni en el deseo de ser-
vir al público, ni en el de obiener ga-
nancias particulares, aunque estos fac-
tores jueguen ocasionalmente, sinu «en
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la complacencia de ejercer un I>UII<T
más o menos discrecional, juntamente
con la esperanza de ganar el elogio y ron
el miedo de incurrir en culpa ruando lle-
gue el momento de rendir cuentas de la
gestión».

ARMSTRONG, J. B. VV. : Enforcemcnl
oj Technical Regulations. Págs. 103
a 108.

Es principio general el de que las le-
yes deben nacerse tan claras, tan fácil-
mente inteligibles y tan sencillamente
aplicables como sea posible. Y, sin em-
bargo, este principio quiebra por nece-
sidad ruando se trata de regulaciones
administrativas de carácter técnico. El
estudio se extiende en el análisis de este
tipo de normas, deteniéndose especial-
mente en aquellas en las que no existe
ningún principio claro, ni usual, ni téc-
nico, para determinar si la norma admi-
nistrativa ha ?ido o no cumplida. Cita,
como caso típico y curioso, el de que
los faros de los coches no deben «des-
lumbiar», sin que se haya podido de-
terminar exactamente en qué consiste el
«deslumbramiento».

CHKSTKR. D. N. : Roherl Morant and
Michael Sadler. Págs. 109 a 116.

STANCLIFFE, Bárbara N. : Social Ser-
vices in Canadá. Págs. 117 a 124.
El artículo constituye un ameno y su-

perficial estudio sobre el sistema cana-
diense de seguridad social.

Según el mismo, se hallan a cargo de
las provincias lo? seguros sociales de Ve-
jez (Oíd Age Assistance) y de accidentes
de trabajo (fforkmen's Compensation);
y a cargo del Gobierno federal, el se-
guro de Paro forzoso y los Subsidios Fa-
miliares.

Impedimentos constitucionales consti
tuyen un fuerte obstáculo para la ex-
tensión de régimen federal de seguridad
social, ya que la British Norih America

Act atribuye a las provincias los servi-
cios sociales, aunque la corriente dtei-
dida parece ser en el sentido de la ex-
tensión del régimen federal, que ya en
el año 1947 tenía a su cargo el 76 por 100
de las cantidades invertidas en estas
atenciones (frente al 17,4 por 100
en 1913).

No existe seguro de enfermedad, -al-
vo en alguna provincia, aunque en lo.-
presupuestos federales del año 1948 se
destinaron treinta millones para ayudar
a las provincias para el desarrollo de «us
servicios sanitarios.

Por otro lado, existe, como ocurre en
los Estados Unidos, un amplio desarro-
llo de los seguros voluntarios a través de
sociedades médica*.

CLEGG, Hut>h : GuiJii Socialism in the
rosl Office? lYir¡s. 129 a 133.

Desde las conocidas controversias de
MARX con PHOU-HON y BAKUNIN, ha sido
objeto de profunda discusión el régimen
de dirección de la? industria? socializa-
das; en Inglaterra se ha impuesto el cri-
terio, patrocinado por MORRISON, de la
Public Corporation.

Pero ello no sin resistencia por parte
de algún sector del sindicalismo, según
el cual las industrias deben ser regidas
por sus propios trabajadores, «que se-
rían IOB que establecieran las b'neas ge-
nerales de actuación y los que elegirían
a los directores a través de su sufragio»;
al parecer, esta tendencia hacia el Guíld
Socialism ha sido especialmente intensa
entre los funcionarios y obreros de Go-
rreos, cuyos Sindicatos fueron los pri-
meros en establecerse dentro del Civil
Service.

Parece ser que las opiniones británi-
cas son escépticas en cuanto a este sis-
tema de rección; en la realidad, desde
luego, el partido laborista se lia incli-
nado por el sistema de empresa pública
regida por un Consejo de Administra-
ción designado por el Ministro: y nn la
teoría se arguye que estos trabajadores
designados para la gestión, según el sis-
tema opueslo. o habían do ser miembros
de los Sindicatos on general, recargsn-
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do extremadamente las funciones de los
mismos, o, si se restringían a los Ira-
bajadores de la propia industria nacio-
nalizada, favorecía la creación de Cuín-
pony Unutns, e«to es, de Sindicatos cuya
ba«e sería la empresa y no la profesión
o la rama de la producción; y los Sin-
dicatos, tanto en los Estados Unidos
como en la Gran. Bretaña, tienen una
pésima experiencia acerca de e?lo- Com-
¡trmy Unians.

KKHII-LICAS, Bryan : Iieporl »f the
!.. o n J o n Planning Admir.istratini
Cominittee. P.'IIÍÍ. ' 134 a 138.

M >.KSH.UJ., A. H. : Local doveniment
'/nnpoiuer Committee First Iieporl.
P%s. 139 a 140.

Vol. XXVIII. Otoño 1950.

LOKD HURCOMI! : The Deielopuicnt o]
the Organisalion of the British
Trauspnrt Con;missimi. l'.íj^. 163 'i
175.

Mf. Morrison'x Vinvs on Public Ac-
comitability. IVisís. 176 a 178.

CASSIN, Rene : Recent Reforms í»i 1he
Government and Administration r>i
Frunce. Págs. 179 a 188.

H>; aquí la* más importantes de es-
tas reforma?, según el arlículo:

1." I.a creación del Secretariado Ge-
neral como centro directamente depen-
diente del Primer Ministro: descarga a
éste de numerosos trabajos administra-
tivos: el Secretario general asiste a las
reuniones del Gabinete y e« el encarda-
do de extender su? actas.

2.« La preparación de los proyecto"
de le\ qur vayan a ser presentados a In-

Cámaras por el Gobierno; la más im-
portante reforma en este aspecto es la
necesidad de que sea consultado el Con-
sejo dr Estado.

3.» La ampliación de las facultades
del Tribunal de Cuentas, al que puede
dirigirse la Asamblea para que haga
cualquier estudio o investigación que
estime conveniente o necesaria rn rela-
ción con los ingresos o gastos público-,
o la administración de fondo-. Muy re-
cientemente se ha atribuido también al
Tribunal de Cuentas, en cierta medida,
.-i control de los fondos administrados
por el sistema nacional de seguros so-
cial.-.

I." La creación de la Direrlion <lc I»
r'onctitm Puhlujue como órgano central
a cuyo cargo están todos los problemas
relacionados con los funcionarios pú-
blicos.

5." La reforma general del personal
admini-tratuo con su clarificación en
cuatro crnpo- y el establecimiento de la
Escuela Nacional de Administración: la
creación de los Comités de Promoción,
alejándose el sistema francés del >i-:te-
nía rígido de los, ascensos por antigüe-
dad: l.i ri'da'ificación de las remunera-
ciones y el ligarlas a los índice? de en=-
te de la vida, y la reforma general del
-istem» de clases pasivas, que aún 'e
venía rigiendo por una vieja ley de 9 de
junio de 1853. varias veces modificada.

Es imposible estudiar detenidamente
el contenido de todas la- reformas (tam-
poco el artículo es demasiado explícito
en cuanto a ellas); nos limitamos, por
tanto, a extractar cuanto queda dicho
y n hacer constar la opinión del articu-
li-l.i di* o lie tales reformas «son proba-
blemente las más importantes desde los
tiempos de NAPOU-.ÓN ID.

WII.SOX, Alan
Service. Páiís

The District Audit
189 n 198. _

Ktwi.EY, T. II. : Australia» Common-
'.(.•ealth Government Corporations.
Págs. 199 a 207.

No es este artículo un modelo de cla-
ridad: parece que va n centrarse sobre
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el estudio de las industrias nacionaliza-
das o, al menos sobre el de las empre-
sas públicas. Pero después de liablar di:
los orígenes y evolución de una porción
de centros, va a parar a la conclusión
de que los más de los que estudian son
realmente agencias administrativas con
funciones normativas y reguladoras so-
bre una determinada actividad económi-
ca, pero sin tener a su cargo fines di-
rectos de producción o de tráfico de
bienes.

Y así, las industrias nacionalizadas en
régimen de monopolio se reducen a una,
la de telecomunicaciones transoceánica?,
y las nacionalizadas sin monopolio, a
dos, la de producción de aluminio y la
de pesca de ballena.

Normalmente la industria nacionaliza-
da es regida por un Consejo de Admi-
nistración cuyos miembro» son nombra-
dos por el Gabinete (formalmente, por
el Gobernador General del Dominio);
el número de miembros es de tres o cin-
co. La independencia de los Consejos
no es crande, estando sometido a estrecho
control ministerial, especialmente en
materia financiera.

El personal que sirve en las industrias
nacionalizadas fné inicialmentc contrata-
do libremente por las mismas; pero la
tendencia reciente es asimilarlos al Pu-
blic Service, bien exigiendo que adopte
métodos, nombramientos y ascensos igua-
les a los de éste, bien exigiendo que los
Reglamentos de personal sean aprobados
por el Public Service Board, bien, sin
más, señalando que han de ser funcio-
narios públicos.

También parece estar desarrollándose
mucho la práctica de que los funciona-
rios de la» industrias nacionalizadas lo
>ean :'I tiempo de la Administración Ge-
neral del Estado, reteniendo ambos em-
pleos.

THOKNION. \i. H., Book Review :
Nittionálisation in Practice. Paginas
208 a 210.

SPANN, R. N. : Reith and the tí. fí. C.
Páginas 211 a 218.

RonsON, W. A. : Harold Laski. Pá-
ginas 219 a 220.

Se trata de una breve 'inblün
HAROLD LASKI, destacando su vocación
docente y universitaria y su formidable
personalidad como pensador político.

GROVB, J. \V. : The Consumer Coun-
cils for (¡as and Eleciricitv. IVisji
ñas 221 :> 250.

Sabido es qu; uno de los procedimien-
tos más utilizados por las leyes británi-
cas de nacionalización para garantizar la
influencia y el control del público sobre
la administración y gestión de las indus-
trias nacionalizada- lia sido el de la ins-
titución de los ((Consejos de consumido-
res» (Consumers Coimcils). Concreta-
mente, este procedimiento -»e lia emplea-
do en la industria de la electricidad
(nacionalizada en 19471 y la del gas (na-
cionalizada en 1948).

Los Consejos de estas industrias están
compuestos dé no menos de veinte ni
más de treinta miembros, todos ellos de-
signados por el Ministro, si bien, en
una proporción notable, la elección del
Ministro lia de recaer forzosamente en
los componentes de «na lista que le es
formulada por la autoridades locales.

Existe un Consejo de consumidores
por cada una de las áreas o regiones te-
rritoriales con arreglo a la cual se di-
vide la gestión de la industria naciona-
lizada, pero a su vez los Consejos han
creado Comités de consumidores que cu-
bren espacios territoriales más pcqueñ<>>.

Son funciones de los Consejos estudiar
cualquier cuestión que nferte al sumi-
nistro del gas o electricidad dentro de
su demarcación territorial, incluyendo,
desde luego, las relativas a las tarifas
cargadas al público y a las quejas de
cualquier naturaleza que provengan del
mismo; informar al Consejo de Admi-
nistración de la industria en cualquier
materia en que éste lo recabe, y estu-
diar los planes generales de la industria
que el Consejo de Administración ela-
bore. En la práctica, la actividad m::s
frecuente del Consejo ha sido la de aten-
der las quejas formuladas, sobre todc en
materia de tarifas; la decisión final, en
todo caso, corresponde al Ministro.

Problema que dio origen a una gran
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controversia duranle la discusión de lae
leyes de nacionalización, fue el de la
publicidad de las actividades de los Con-
sejos de consumidores, decidiéndose
finalmente que éstos tenían libertad en
tal materia. De hecho, al parecer, las se-
siones de los Consejos son secretas para
el público, aunque se admite a la pren-
sa; en las sesiones de los Comités se
excluye también a la prensa.

TODD, Eric. : Delegation Schemes un-
der (he To-icn and Country Plan-
ning Act.. 1947. Págs. 231 a 237.

rías superiores los aspirantes más aptos,
según el informe de tres funcionarios
de categoría superior que interrogan y
examinan a los que forman parte ile un
grupo (Panel) previamente seleccionado
por los Controlling Ofjicers.

La practica, ya que no la ley, en el
Ministerio de Trabajo prohibe estricta-
mente las actividades políticas de los
funcionarios del Ministerio, incluida en
esta prohibición la de ser candidatos
para los Consejos municipales o de con-
dado. Por supuesto, para presentarse co-
mo candidato para miembro del Parla-
mento hay previamente que pedir el resé
como funcionario.

Vo!. XXVIII. Invierno 1950.

MARKHAM, C. U-. Violet : Robert Mo-
rant—Some Personal Reminiscences.
Págs. 248 a 262.

XEDEN-, W. J. y SWI.NDI.V, C. A. :
Personnel Management in the Mi-
nistry of Labour. Págs. 263-a 269.

El Ministerio británico de Trabajo tie-
ne a su servicio unos treinta mil funcio-
narios, de los cnale; unos tres mil sir-
ven en las dependencias centrales del
Ministerio, estando repartido el resto en-
tre once Delegaciones regionales y una?
mil cien Delegaciones locales.

Este personal se encuentra dividido
administrativamente en seis categorías
(Clerical Grade, Main Clerical Grade y
Execulive Grade, este último, dividido
en cuatro categorías). Se tiende a que, a
través de todo el país, el trabajo sea
uniformemente repartido de forma que
la misma calidad de trabajo corresponda
en todas las oficinas a la misma catego-
ría de personal.

Todo el personal que sirve en el Mi-
nisterio con carácter permanente ingresa
en el mismo a través de los exámenes
llevados a cabo por la Civil Service Com-
mission.

Los ascensos se producen con ocasión
de vacante, siendo promovido; a catego-

HOCKMEVEK, I. O. : The Assesstnetit
of Personal Qualities. Págs. 275 H
282.

HODGETTS, J. E. : The Public Corpo-
ration in Canadá. Págs. 283 a 294.

Las empresas del Estado en Canadá
pueden dividirse, según el articulista, en
tres grupos:

1.° Las que tienen a su cargo opera-
ciones crediticias o financieras; la más
importante de ellas es el Banco del Ca-
nadá.

2.» Las que tienen, a su cargo opera-
ciones de sostenimiento de precios; son
esenciales las Price Support Boards para
la agricultura y la pesca.

3.° Las que se dedican a la presta-
ción de servicios o a la producción de
bienes; las más importantes de ellas son
los ferrocarriles nacionalizados, la Ra-
diodifusión nacionalizada y las líneas
aéreas también nacionalizadas.

Contrariamente a lo que ocurre en
Gran Bretaña por lo general, las em-
presas públicas canadienses no suelen
gozar de un monopolio en su campo de
acción; muchas de ellas, por lo demás,
han sido creadas ex novo, esto es, sin
previa expropiación de la industria pri-
vada, salvo algún raro caso, como el
de los ferrocarriles.

Las razone.' para la creación de las
empresas públicas no difieren grande-
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Diente de las usuales; se insiste «obre la
necesidad de autonomía financiera y ríe
agilidad en su funcionamiento.

Los Cornejos de Administración son
normalmente nombrados por el Gabine-
te; normalmente también son nombra-
3o* oí pleasure, por tres año?, si bien
peden ser nombrados nues'amente al ex-
pirar este término. La práctica hace que
en la elección se cuide que los miem-
bros de los Consejos representen a los-
intereses afectados y, además, que ten-
gan la mayor representación posible el
mayor número de provincias de la* que
forman el Dominio del Canadá; aparte
tle eíto, los más Je loe Consejos tienen
miembro? qne son representantes direc-
tos de los distinto- Departamentos mi-
nisteriales, cuya independencia de juicio
y de criterio, clavo es, es muy dudosa.

Las más de las empresas públicas tie-
nen plena libertad para la elección y
contratación de tfldo su personal, sin ne-
cesidad de suje\aise a las reglas ni pro-
redimienlos del Civil Service.

Aunque intentado, raro es el caso de
la empresa pública que alcanza una auto-
nomía financiera; lo corriente es la pre-
sencio de déficit?, bien porque desde el
primer momento ?e pensó que las activi-
dades fueran delirilarjas, bien porque la
industria nacionalizada heredó una or-
(•aní/aiión privada en franca bancarro-
ta, como fue el caso de los ferrocarriles.
Los déficit;; son cubiertos por el Gobier-
no, que también limita, rígidamente, <;1
derecho <le la empresa a emitir emprés-
titos: por olio lado, el interventor gene-
ral del Dominio (que, como es sabido,
no depende del Gobierno, sino directa-
mente del Parlamento) tiene directo ac-
ceso a los presupuesto? } cuentas de la
tmpresa.

En cnanto al derecho de los miembros
del Parlamento a interpelar al Ministro
íobre el funcionamiento de la industria,
es vn tanto ilusorio porque el Ministro
interpelado suele refugiarse en la inde-
pendencia de la empresa, negándose, en
ronseciienna. .1 resrionder.

ALEXANDER, Víctor G. : A Sinetecnth
Ccnttirv Scartdnl ?&£<. 2&5 a 300.

Se trata de un curioso y ameno «stu-
dio sobre un hecho histórico, el <le la
inmoralidad de determinados funciona-
rios tle la Oficina de Patentes, que con-
movió a ls opinión pública británica allá
por los años 1864 a 1865, en qtte tuvo
lugar una investigación por un Comité
de la Cámara de los I.orc. de la que
resultaron haberse cometido abundantes
fraudes en los caudales público?.

Moss, lohn : Prohffws 1»/ .Socju! Po-
iiev. Págs. 301 a 304.

K. C. K. : Cotmtton Service
Orgaiiisatioi! in the Central Govern-
ment. P.̂ fjs. 305 a 312.

CKAIG, S'u- John •. Whitehall T
f/ie Cenlurie.s. PÁgs. 313 a 3!8.

COWIE, \V. B. : The Reorganisalion
0/ Local Offices. P;ii>s.. 319 a 326.

CHAIWÍA.V. Brian ; .-1 Dr-elopment tn
Frertch Admivistration. FMgs. 327 a
332.

Es un t.-tudio sobre Ios Inspectores
Generales de la Administración en Mi-
sión Extraordinaria, creado* ci\ el uño
1948, con la finalidad <!<• inspeccionar vnn
prefectura o grupo di: nrefccluraí: on
ellos delepa el Ministro fiel Interior for-
malme/ite. en todo o en parte, sus po-
deres sobre lo? Prefccíi>c de una deter-
minada área <> región.

Al parecer, lo? primero? de ellos fue-
ron utilizado?" dur.itile las huelgas gene-
rales de mineros de finale? de 1948,
dirigiendo directamente, de acuerdo con
los Prefectoí, las operaciones contra la
huelga.

A juicio de CHAP.MAN. los Inspectores
Generales constituyen una manifestación
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de descentralización de poder en la mis- la hostilidad de les políticos, tanto en el
ma linea de los Prefectos regionales que Parlamento como en las organizaciones
creara el régimen de Vichj; se trata, sin locales»,
embargo, de una institución aún no ron-
solidada y cuyas funciones no están cla-
ramente definidas, no teniendo circuns-
cripciones determinadas a su cargo ni STACEY, F. A. : The Select Committee
siendo un «superprefecto»); el camino on Statutory Instruments. Págs. 333
hacia la consolidación de la institución a 335.
parece difícil porque «si llegaran a ser
demasiado útiles e influyentes, levantarían M. ALONSO OLEA
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Diplomática Catedrático de Derecho Internacional

PRECIO DE SUSCRIPCIÓN

España, Protectorado y Colonias 65 pesetas
Portugal, Hispanoamérica y Estados Unidos. 80 »
Otros paises 100 »
Número suelto -. 25 »



REVISTA DE ECONOMÍA POLÍTICA
( T R I M E S T R A L )

Director: FRANCISCO JAVIER CONDE

CONSEJO DE REDACCIÓN:

V. A. ALVAREZ, M. PAREDES. .1. VERGArtA. • FERMÍN DE LA
SIERRA, JOSÉ MARÍA NAHARRO

Precio de suscripción anual (cuatro números)
España, Protectorado y Colonias, Portugal,

Iberoamérica, Filipinas y. Estados Unidos. 48 pesetas
Otros países 60 »
Precio del número 15 »

REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA

( C U A T R I M E S T R A L )

Director: FRANCISCO JAVIER CONDE

CONSEJO DE REDACCIÓN:

LUIS JORDANA DE POZAS, M. ALONSO OLEA, J. I. BERMEJO
GIRONES, E. GARCÍA ENTERRIA, F. GARRIDO FALLA,
J. GASCÓN HERNÁNDEZ, F. SAINZ DE BUJANDA, S. ROYO

VILLANOVA y J. L. VILLAR PALASI

Precio de suscripción anual (tres números)
España, Protectorado y Colonias 75 pesetas
Portugal, Iberoamérica, Filipinas y EE. UU. 95 »
Otros países 110 »
Número suelto 25 »

CUADERNOS DE ESTUDIOS AFRICANOS
( T R I M E S T R A L )

Director: FRANCISCO JAVIKR CONDE

CONSKJO DE REDACCIÓN :

JOSÉ MARÍA CORDERO TORRES. LUIS TRUJEDA INCHKA,
RODOLFO GIL BENUMEYA, CARMEN MARTIN

DE LA ESCALERA

Precio de suscripción anual (cuatro números)
España, Protectorado y Colonias 48 pesetas
Portugal, Iberoamérica, Filipinas y E.E. U.U. 60 »
Otros países 75 »
Número suelto 15 »


